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Colombia ha vivido un conflicto armado interno desde hace más de cincuenta 
años. Durante ese mismo periodo, algunos gobernantes han tratado de 
alcanzar una transición a la paz. Ante dichos intentos, la última década se ha 
caracterizado por gobiernos que buscaron el fin de este conflicto y, que 
lograron después de largos procesos, la entrega de armas de algunos grupos 
armados, al margen de la ley. 
 
 
Por otra parte, después de la Segunda Guerra Mundial, surge la noción de 
justicia transicional como una pronta y eficiente solución a las graves 
violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. 
Lo anterior, con el objeto de reconocer y proteger los derechos de las víctimas, 
así como, terminar con las hostilidades en un marco de justicia, sobre la base 
de la reconciliación y la búsqueda de la paz.  
 
 
De igual forma, en estos periodos de transición se juzgan las conductas 
punibles cometidas dentro del conflicto armado teniéndose en cuenta tanto el 
marco jurídico aplicable. 
 
 
La Justicia transicional se puede definir entonces, como el conjunto de 
mecanismos y procesos judiciales excepcionales, utilizados por un Estado 
para pasar de un periodo de conflicto a la paz o de un gobierno dictatorial a 
uno democrático que en palabras de Ambos (2009), significan “medidas 
aplicadas en tales situaciones pueden ser de naturaleza judicial y/o no judicial 
con distintos niveles de participación internacional (o sin ella)” y pueden 
consistir en “persecuciones individuales, reparaciones, búsqueda de la verdad, 




Surge entonces el concepto de justicia transicional como modelo de justicia 
excepcional y temporal. Excepcional porque suspende la aplicación de la 
justicia ordinaria para lograr un acuerdo de paz o cese del conflicto armado y, 
temporal porque se implementa durante el tiempo requerido para superar el 
conflicto. Los procesos de justicia transicional pretenden por lo general, 
obtener cambios estructurales en aspectos conexos con la justicia, la verdad, 
la reparación y la memoria, para dejar atrás los modelos institucionales, 
                                                          
1 AMBOS, Kai. Justicia Transicional. Informes de América Latina, Alemania, Italia y España. 
Montevideo, Uruguay: KONRAD - ADENAUER – STIFTUNG, 2009, p. 27.  
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normas y las experiencias tanto políticas como jurídicas que generaron el 




Sin importar el contexto donde se lleve a cabo la transición, sea total, parcial 
o limitada, en cualquiera de esos eventos, los sistemas de justicia cumplen un 
papel esencial, por lo menos en dos aspectos que están relacionados: (I) La 
protección de los derechos de las víctimas y (II) La consolidación del Estado 
de Derecho y la democracia. Donde no se deje lugar a la impunidad ante los 
actos graves y violaciones de derechos humanos, especialmente cuando estos 
se traten de crímenes de lesa humanidad, pues ello garantiza que no se repitan 
hechos del pasado.  
 
 
Para la prosperidad de cualquier proceso de paz, se debe tener en cuenta que 
en un Estado de Derecho, la prioridad es la garantía de los derechos de las 
víctimas pero además del respeto al debido proceso y el derecho de defensa 




Así las cosas y con entrada en vigencia de la actual Carta Política de 1991, la 
Corte Constitucional “ha incorporado al derecho interno colombiano los 
estándares internacionales en relación con el derecho a la justicia de las 
víctimas de violaciones de los derechos humanos y la obligación correlativa 
del Estado de investigar tales violaciones y de juzgar y castigar 
adecuadamente a los perpetradores”.2 
 
 
En nuestro país, la implementación de los mecanismos de justicia transicional 
se basa, como en otros Estados, en normas y principios de derecho 
internacional formulados desde la posguerra como los Convenios de Ginebra, 
el Estatuto de Roma y los principios de Joinet, Van Boven y Bassiouni, 
redactores para las Naciones Unidas.  
 
 
De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional (sentencias 
C-370 de 2006, C-771 de 2011, C-579 de 2013 y C-379 de 2016), se refuerzan 
varias disposiciones de la Constitución y se integran al bloque de 
constitucionalidad criterios relevantes para la interpretación de los derechos y 
                                                          
2 BOTERO, Catalina y RESTREPO, Esteban.  Estándares Internacionales y Procesos de 
Transición en Colombia. versión actualizada del artículo publicado en Rettberg (2005, pp. 19-
65). P.30. 
ix 
deberes, contenidos en la Constitución3 de cara al desarrollo de la justicia 
transicional en el país.  
 
 
De otro lado, con la entrada en vigencia de la Ley 975 de 2005, se introducen 
los pilares básicos para el reconocimiento de las víctimas del conflicto armado 
interno como sujetos de derecho, y con ello garantías como el acceso a la 
justicia y la presentación de recursos judiciales, el trato justo, el resarcimiento 
y la reparación de los daños sufridos, así como la asistencia y el acceso a 
información pertinente sobre violaciones y mecanismos de reparación, al igual 
que el derecho a no ser discriminadas y a la verdad.  
 
 
A esta normativa la siguieron múltiples Decretos, Actos Legislativos y Leyes, 
que fueron objeto de control de constitucionalidad, bien sea control automático 
o por demanda4. El resultado de dicho control ha sido de enorme importancia 
para la construcción de una línea jurisprudencial sobre el concepto de justicia 




En suma, se puede inferir que el Estado colombiano, ha acogido un sistema 
de justicia transicional para lograr la paz y dar fin al conflicto armado interno, 
lo que lleva a plantear como problema jurídico a resolver:  
 
 
¿Los mecanismos excepcionales de justicia transicional configurados por el 
Congreso, satisfacen o no los derechos fundamentales de las víctimas del 
conflicto armado interno, de conformidad con la jurisprudencia consolidada en 
la Corte Constitucional? 
 
 
Este trabajo de investigación tiene por objeto realizar un análisis desde la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional a partir de la Ley 975 de 2005. En 
efecto, la Ley mencionada da paso por primera vez en Colombia a la 
implementación de un sistema de justicia transicional. Asimismo, el trabajo de 
investigación utiliza como referente antecedentes doctrinarios y 
jurisprudenciales de los organismos internacionales de protección de los 
                                                          
3 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y 
reparación para Colombia. Dejusticia 2005. P.19. Revisada noviembre 18 de 2017. Disponible 
en: https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_201.pdf   
4 Decreto 1290 de 2008, la Ley 1424 de 2010, el Acto Legislativo 01 de 2012, la Ley 1592 de 
2012, la Ley 1448 de 2011, con varios Decretos Reglamentarios, el Acto Legislativo 01 de 
2016 y, el Acto Legislativo 01 de 2017, este último, base para la configuración del Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición. 
x 




Finalmente, el documento se divide en dos partes: 
 
 
 En la primera parte, se analizan los pronunciamientos más relevantes de 
la Corte Constitucional relacionados con el tema de estudio. A partir de 
ello, se establece el concepto de justicia transicional determinado en el 
ordenamiento jurídico y en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, así 
como, los límites, los mecanismos a aplicar y las aparentes 
contradicciones. Con lo que se construye una línea jurisprudencial, a partir 
de la Ley 975 de 2005 hasta el día de hoy. 
 
 
 En la segunda parte, se trata sobre los derechos de las víctimas 
contemplados en la jurisprudencia de la Corte. En efecto, se hará un 
estudio del reconocimiento que le ha dado la Ley y la Corte a las víctimas 
y como son establecidos el derecho a la verdad, la justicia, la reparación y 





























La necesidad de poner fin a la violencia determina las posibles soluciones 
jurídicas que se deben adoptar para lograr una transición, en donde el derecho 
es un instrumento para el cumplimiento de dichas soluciones. La humanización 
de la guerra aunada a la evolución de los estándares internacionales y 
nacionales de derechos humanos ha impuesto la necesidad de proteger las 
garantías de las víctimas de atrocidades cometidas con ocasión de los 
conflictos pasados a la transición pacífica. De hecho, como el propio término 
lo indica, la justicia transicional busca dotar a las transiciones de justicia, es 
decir, enmarcar la política de transición a ciertos estándares jurídicos, en 
particular aquéllos que se refieren a los derechos de las víctimas a la verdad, 
la justicia y la reparación5.  
 
 
En nuestro país, el conflicto armado interno es mucho más complejo, no sólo 
por sus características definidas, sino también por los elementos propios del 
contexto en el cual se desarrolla; como ser uno de los conflictos armados más 
largos del mundo. Algunos estudios ubican el inicio del conflicto en 1964, año 
en el que las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) se 
alzaron en armas. No obstante, otros analistas apuntan al periodo de La 
Violencia de los años cuarenta del siglo XX como el origen del conflicto tal y 
como se conoce. Por la razón que sea, el conflicto colombiano ha durado por 
lo menos cincuenta años, y ello significa que se hace más difícil cumplir con el 
Acuerdo de Paz pactado con las FARC en diciembre del año 2016.  
 
 
Otra característica del conflicto armado interno es que no se desarrolla entre 
dos facciones, como en otros casos, por el contrario, contiene varios actores: 
el Estado, los grupos guerrilleros y los grupos paramilitares. En el país han 
existido varios grupos subversivos que han confrontado la autoridad del 
Estado. Actualmente, sólo uno de esos grupos permanece activo, el Ejército 
de Liberación Nacional (ELN), que se encuentra en las primeras etapas de 
negociaciones de paz con el gobierno, cuyos resultados son aún inciertos. Por 
su parte, las FARC (que ya es un partido político), ha llevado a cabo los 
diálogos, suscribiendo el acuerdo de paz, que en la actualidad se está 
implementando6.  
 
                                                          
5 UPRIMNY, Rodrigo y SAFFON, María Paula. Usos y Abusos de la Justicia Transicional en 
Colombia, / p. 166. Recuperado octubre 19 de 2018. Disponible en: http://www.corteidh.or.c 
r/tablas/R21370.pdf.  Fecha de consulta: 15 de noviembre de 2017.  
6 Ibídem. p.167. 
2 
En Colombia se instituyó la justicia de transición para poner fin al conflicto, la 
cual “abarca toda la variedad de procesos y mecanismos que una sociedad 
hace por resolver los problemas consecuencia de un pasado de abusos, para 
buscar que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y 
lograr la reconciliación”.7 Se cree entonces, que los mecanismos de la justicia 
transicional conocen de las violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario durante la transición de una sociedad que se 
recupera de un conflicto. 
 
 
Esos mecanismos tienen características específicas, en tanto que los arreglos 
judiciales o no dados al interior de las sociedades en transición a la democracia 
o la paz, se establecen para garantizar la protección de los derechos 
fundamentales y de los principios básicos de la justicia transicional: la justicia, 
la verdad y la reparación.8  
 
 
1.1 CONCEPTO DE JUSTICIA TRANSICIONAL 
 
 
Durante el periodo denominado “La Violencia”, que inició según datos 
históricos en 1948, la Corte Suprema de Justicia en su función de guardiana 
de la Constitución mantuvo su postura respecto a la víctima como sujeto pasivo 




Para las décadas de los setenta y ochenta, la actividad jurisprudencial de la 
Corte Suprema es mucho más extensa, toda vez que el país atravesó una fase 
de constantes estados de sitio, formación de grupos guerrilleros, dictadura 
militar, se originaron las organizaciones estudiantiles y obreras entre otros 
muchos movimientos. Posteriormente, en la década de los años noventa, fue 
una época marcada por el narco-terrorismo, y la necesidad de  la formación 
de una Asamblea Nacional Constituyente que expidió la Constitución de 1991, 
hechos que influenciaron en el cambio de posición de la Corte Suprema sobre 
                                                          
7 DE GREIFF, Pablo. Algunas reflexiones acerca del desarrollo de la Justicia Transicional. P. 
18. Visto en: https://anuariocdh.uchile.cl/index.php/ADH/article/view/16994/18542 Fecha de 
consulta: 28 de octubre de 2017. 
8 CUERVO, Beatriz. MOLINA, Paola. TORRES, Daniela. CASALLAS Anyela Yurani y 
RODRÍGUEZ, Julio. “Origen y fundamentos de la justicia transicional”. 2014. Visto en: 
http://revistavinculos.udistrital.edu.co/files/2015/02/Origen-y-fundamentos-de-la-justicia-
transicional.pdf  Fecha de consulta: 13 de noviembre de 2017. 
9 GARCÍA HENAO, Lilibeth. Víctimas, derechos y transición a la paz: Precedentes 
jurisprudenciales en Colombia. Revista Jurídica Piélagus, 2011 - journalusco.edu.co 
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el tema de las víctimas, que hasta entonces habían sido anónimas para la 
institucionalidad colombiana.10  
         
 
La Constitución de 1991, elevó a rango constitucional a la víctima; (numeral. 
4, Artículo 250, Capítulo VI, Título VIII); por su parte, los numerales 1°, 6° y 7° 
del mencionado artículo de la Carta Política, contemplan la importancia de 
brindar protección y asistencia a las víctimas, así como garantizar sus 
derechos al restablecimiento del derecho y reparación integral. De igual forma, 
el artículo 2° superior establece como fines esenciales del Estado, entre otros, 
el garantizar la efectividad de los derechos11. 
 
 
El primer antecedente jurídico de justicia transicional, aunque sin establecer el 
concepto como tal, es la Ley 418 de 199712, a través de la cual se consagran 
los instrumentos para la desmovilización de los grupos armados organizados 
al margen de la ley, luego modificada por la Ley 782 de 2002, mediante la cual 
se eliminó la necesidad de reconocimiento político para las organizaciones 
armadas. Esta Ley excluyó de dichos beneficios a las personas que hubiesen 
cometido conductas constitutivas de actos atroces de ferocidad o barbarie, 
terrorismo, secuestro, genocidio entre otros.  
 
 
El modelo de justicia transicional se introduce en Colombia por medio de la 
Ley 975 de 2005, conocida como Ley de Justicia y Paz, cuyo principal objetivo 
era crear un escenario jurídico e institucional para la reincorporación de 
miembros de grupos armados al margen de la ley ya fuera de forma colectiva 
o individual. El concepto de justicia transicional se encuentra en el artículo 1° 
de la Ley en mención que reza: “facilitar los procesos de paz y la 
reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos 
armados al margen de la Ley, garantizando los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación”. 
 
 
La mencionada Ley ha tenido detractores y defensores, los primeros 
aduciendo un avance en términos de justicia mientras los segundos hablan de 
                                                          
10 ROMERO, Joaquín. Violencia, autonomía militar y procesos de formación del Estado y la 
Constitución de la Nación. Criminalidad, 2010 - dialnet.unirioja.es 
11 El artículo 250 fue modificado por el Acto Legislativo 03 de 2002, el Acto Legislativo 06 de 
2011 y el Decreto Nacional 379 de 2012.   
12 La Ley 418 de 1997 fue inicialmente prorrogada en su vigencia, por el art. 1, Ley 548 de 
1999, luego modificada parcialmente por la Ley 782 de 2002, luego reglamentada por el 
Decreto Nacional 128 de 2003, nuevamente  reglamentada por el Decreto Nacional 2767 de 
2004, reglamentada por el Decreto Nacional 395 de 2007, reglamentada por el Decreto 
Nacional 1059 de 2008, y por ultimo reglamentada por el Decreto Nacional 1980 de 2012. 
4 
promesas incumplidas, pues tras casi trece años de su promulgación no se 
evidencia una debida reparación, adelanto en procesos de restitución, ni 
sentencias condenatorias contra diversos actores del paramilitarismo, a pesar 
de haberse dado en el mismo término, la desmovilización de más de cincuenta 
mil personas entre paramilitares y guerrilleros, según informe de la Agencia 
Colombiana para la Reintegración del año 2015.13  
 
 
De las versiones libres de los principales cabezas del paramilitarismo se 
conocieron más de cuarenta mil hechos nuevos, en su gran mayoría 
confesados14 lo que creó dudas acerca de la aplicación de la Ley de justicia y 
paz en términos de verdad, justicia y reparación15.  
 
 
Con los mecanismos creados por la Ley 975 de 2005, se esperaba la 
consecución de la anhelada paz, pero la entrada en vigencia presentó 
inconvenientes no siempre previstos y por esta razón, se dieron las demandas 
de inconstitucionalidad que en la presente línea se exponen, lo que llevó a la 
modificación introducida por le Ley 1592 de 2012 en cuanto a la 
reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la 
ley, que contribuyeran de manera efectiva a la consecución de la paz y se 
dictaron otras disposiciones para acuerdos humanitarios.  
 
 
Una de las modificaciones más importantes que introdujo la Ley 1592 de 2012 
a la Ley 975 de 2005 se explica en la sentencia C-752 de 2013 cuando se 
afirma la introducción del artículo 11ª como regulador de las causales de 




                                                          
13 RANGEL, Alfredo. Colombia: Perspectivas de paz y seguridad. Rev. 
Crim. vol.50 no.1 Bogotá Jan /June 2008. Disponible en: http://www.scielo.org.co/ 
scielo.php?pid=S1794-31082008000100015&script=sci_arttext&tlng=es  Fecha de consulta: 
19 de noviembre de 2017.  
14 De acuerdo con la información consignada en la página web de la Fiscalía General de la 
Nación, en la sección de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz, al 1 de 
diciembre de 2012, se ha realizado la exhumación de 3929 fosas, con 4809 cadáveres 
encontrados, de los cuales se han logrado identificar 1994 y entregados a sus familiares 1813, 
quedando 181 de ellos identificados y pendientes por entregar, el Instituto Nacional de 
Medicina Legal ha tomado parte como ente científico, logrando la identificación de alrededor 
de 500 de estos cuerpos. 
15 VALENCIA AGUDELO, Germán Darío y MEJÍA WALKER Carlos Alberto. “Ley de Justicia y 
Paz, un balance de su primer lustro”. Revista Perfil de Coyuntura Económica No. 15, agosto 
2010, pp. 59-77 © Universidad de Antioquia. 
5 
Por su parte, la Sentencia C-286 de 2014 en concordancia con la Sentencia 
C-180 de 2014, indicó que debería restaurarse el sistema de reparación 
judicial16 de las víctimas contemplado en la Ley 975 de 2005 y por ello declaró 
la inexequibilidad de los arts. 23, 24, 40 y 41 de la Ley 1592 de 2012 con el 
argumento  de que se vulneraban el derecho fundamental a un recurso judicial 
efectivo, de acceso a la administración de justicia –art.229 CP-, y al debido 
proceso, para lograr una  reparación integral, e igualmente resultan violatorios 
de los arts.  2, 8 y 25 de la Convención Americana y el art. 2.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. De esta manera, mediante las 
sentencias C-286 y C-287 de 2014 se eliminó el incidente de identificación de 
afectaciones previsto en la Ley 1592 de 2012 y se revivió el modelo de 
reparación judicial regulado inicialmente en la Ley 975 de 2005. 
 
 
De otro lado, la Ley 975 de 2005 encontró en su implementación varias  
dificultades de aplicación, pues en su afán de encontrar la verdad, la justicia y 
la reparación, el Gobierno ordenó investigar y juzgar a todos los responsables, 
sin tener en cuenta el obstáculo inmenso que se presentó y que con 
posterioridad, generó el colapso de la justicia, pues la Fiscalía, ente 
investigador y acusador, no se encontraba preparada para llevar a cabo más 
de 30.000 procedimientos de hechos  reportados a la Unidad Nacional de 
Fiscalías para la Justicia y la Paz17. 
 
 
Es por esa razón que, en el año 2010 el Congreso de la Republica promulga 
la Ley 1424, la cual creó un mecanismo no judicial de contribución a la verdad 
y a la memoria histórica, con el propósito de recolectar, sistematizar y 
preservar la información que surgiera de los procesos judiciales realizados. 
Asimismo, estableció los tratamientos penales especiales para los 
desmovilizados que manifestaran su compromiso con el proceso de 




Posteriormente, la Ley 1448 de 2011, estableció un conjunto de medidas 
judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en 
beneficio de las víctimas con ocasión del conflicto armado interno, que son 
precisamente las medidas que constituyen el concepto de justicia transicional 
establecido actualmente. Adicionalmente la Ley 1592 de 2012, le otorgó 
                                                          
16 Procedimiento legal creado por la Ley 1448 de 2011. El procedimiento es mixto en cuanto 
se compone de una etapa administrativa (inscripción en el registro de tierras despojadas) y de 
un recurso judicial (acción de restitución). 
17 RODRÍGUEZ DE LA ROSA Luis Gabriel. “El Marco Jurídico para la Paz como respuesta al 
colapso del Proceso de Justicia Transicional de la Ley 975 de 2005”. Revista Temas Socio 
Jurídicos Volumen 33 N°67 Julio - Diciembre de 2014. pp. 131 – 152. 
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competencia a la Fiscalía General de la Nación para aplicar criterios de 
priorización con el fin de dar cumplimiento efectivo a la Ley de Justicia y Paz. 
 
 
Dentro de las sentencias proferidas por la Corte Constitucional sobre las 
demandas de inconstitucionalidad contra la Ley 1448 de 2011, se destacan la 
C-715 de 2012, C-099 de 2013, C-795 de 2014, la C-017 de 2015, la C-069 de 
2016 y la C-006 de 2017, entre otras, que también han sido tenidas en cuenta 
en la línea jurisprudencial del presente trabajo. 
 
 
Con la expedición del Acto Legislativo 01 del 31 de Julio de 2012, más 
conocido como el Marco Jurídico Para la Paz, se establecen instrumentos 
jurídicos de justicia transicional excepcionales, cuya finalidad prevalente es 
facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de la paz, con 
garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos y, 
garantizar de la mejor forma posible los derechos de las víctimas a la verdad, 
la justicia y la reparación.  
 
 
Asimismo, el mencionado Acto Legislativo contempla instrumentos de justicia 
transicional de carácter judicial o extrajudicial que permitan garantizar los 
deberes estatales de investigación y sanción, estableciendo la posibilidad de 
aplicar mecanismos de carácter extrajudicial para el esclarecimiento de la 
verdad y la reparación de las víctimas. Además, establece criterios de 
priorización y selección inherentes a los instrumentos de justicia transicional.  
 
 
Es por ello que la justicia de transición supone un tránsito entre regímenes 
distintos y situaciones políticas diversas, bajo la promesa de llegar a una 
sociedad más democrática, pacífica e incluyente. En la justicia transicional se 
enlazan diferentes puntos, que implican elementos del derecho a través de las 
normas que garantizan no solo los acuerdos, sino también el cumplimiento de 
las penas, la defensa de los derechos de las víctimas y los actos de reparación; 
y de la política por medio de las decisiones que toman los gobiernos con el 
objeto de dar fin al conflicto.18. Incluye, además, acciones judiciales en contra 
de los actores, la aplicación de mecanismos para la búsqueda de la verdad o 
su reconstrucción, el diseño y ejecución de políticas públicas de reparación 
integral y la trasformación de las instituciones gubernamentales.  
 
 
                                                          
18 La referencia a elemento político se refiere a los tratados o acuerdos que, obviamente 
suscribe el gobierno y, el elemento jurídico son las normas que ratifican esos tratados para 
que sean de aplicación nacional. 
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Por otro lado, con el propósito de dar cumplimiento al acuerdo de paz se 
expidió el Acto Legislativo 01 de 2017 el cual se funda en la adopción de un 
nuevo título en el cuerpo normativo de la Constitución Política, que tendrá 
vigencia por el tiempo necesario para cumplir con los propósitos y 
compromisos en el marco del acuerdo de La Habana, firmado entre el 




1. La Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la 
No Repetición - CEV;  
2. La Unidad para la Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas – 
UBPD; 
3. Las Medidas de Reparación Integral y las Garantías de No Repetición; 
4. Así como un instrumento judicial: la Jurisdicción Especial para la Paz – 
JEP, con el fin de alcanzar simultáneamente cinco propósitos 
principales: i) satisfacer los derechos de las víctimas del conflicto; ii) 
asegurar la rendición de cuentas por parte de quienes causaron daño: 
iii) ofrecer seguridad sobre la clausura definitiva de toda responsabilidad 
jurídica; iv) afianzar la terminación negociada del conflicto e impedir su 
repetición; y por último, iv) impulsar la reconciliación política nacional19. 
 
 
El artículo primero del Acto Legislativo 01 de 2012 introdujo el artículo 
transitorio 66 a la Constitución Política que estipula: “Los instrumentos de 
justicia transicional serán excepcionales y tendrán como finalidad prevalente 
facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de la paz estable 
y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los 
colombianos; y garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación”. 
 
 
Esta específica orientación de la Constitución a los fines de los procesos de 
negociación con grupos armados organizados al margen de la ley, se concretó 
mediante la autorización para crear mecanismos extrajudiciales de justicia 
transicional (art. 1º inc. 2º), el establecimiento de criterios de priorización y 
selección de casos, así como la posibilidad de fijar la “aplicación de sanciones 
extrajudiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de 
ejecución y cumplimiento de la pena, y autorizar la renuncia condicionada a la 
                                                          
19 ECHAVARRÍA OLÓZAGA, Hernán.  Comentarios al Acto Legislativo 01 de 4 de abril de 
2017. Bogotá D.C., 5 de julio de 2017. Instituto de Ciencia Política. p.2. Disponible en: 
http://www.icpcolombia.org/dev/wp-content/uploads/2017/07/17.07.05-OFT-COMENTARIOS-
ACTO-LEGISLATIVO-01-DE-2017-JEP-A.-MOLANO.pdf.  Fecha de consulta: 2 de diciembre 
de 2018. 
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Esta reforma se defendió como una estrategia realista que permitiría facilitar 
una desmovilización masiva de los grupos armados organizados al margen de 
la ley, así como garantizar a las víctimas del conflicto armado sus derechos a 
la verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición.20 El rango 
constitucional de la justicia transicional y la confirmación que hizo la Corte al 
declarar los derechos de las víctimas como derechos constitucionales e incluir 
el concepto de justicia transicional conforme a la idea de un modelo holístico 
en donde el juez constitucional debe encontrar un balance entre los intereses 
y valores enfrentados y enfatizar que la Corte debe tener en cuenta en sus 
consideraciones por lo menos dos aspectos a saber:  
 
 
En primer lugar, para realizar el análisis de demandas de inconstitucionalidad, 
la Corte debe tener en cuenta la norma preexistente y compararla con el caso 
concreto. Por otra parte, como fuente formal de derecho, la jurisprudencia se 
encarga de fundamentar y concretar dichas normas que reciben la 
denominación de normas adscritas debido a su vinculación con, las 
disposiciones existentes en las fuentes jurídicas. Esas normas vinculan a los 
destinatarios del derecho y son las que confieren, por tanto, fuerza vinculante 
a la jurisprudencia. En suma, la función del ordenamiento jurídico colombiano 
es sólo una hipótesis interpretativa hasta que la Corte Constitucional, mediante 
una sentencia fundamenta una norma adscrita a una disposición21. De ahí la 








“En este contexto [de justicia transicional], se ha entendido que la 
necesidad de celebrar acuerdos políticos de reconciliación con 
amplios grupos sociales exige cierta flexibilidad a la hora de aplicar 
los principios que dominan el ejercicio de la función judicial. Se 
                                                          
20 AMBOS, Kai. Justicia de Transición y Constitución. Análisis de la sentencia C-579 de 2013 
sobre el Marco Jurídico para la Paz. p. 2. Disponible en: http://www.cedpal.uni-
goettingen.de/data/eventos/Seminarios/2014/AmbosZulugaZIS.pdf. Fecha de consulta 27 de 
noviembre de 2017. 
21 BERNAL PULIDO, Carlos. La Fuerza Vinculante de la Jurisprudencia en el Orden Jurídico 
Colombiano. Anuario Jurídico 2003. P.32   Disponible en: http://www.icesi.edu.co/revistas/in 
dex.php/precedente/article/view/1395. Fecha de consulta: 12 de octubre de 2017. 
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aceptan con ciertas restricciones amnistías, indultos, rebajas de 
penas o mecanismos de administración judicial más rápidos que los 
ordinarios, que propicien el pronto abandono de las armas o de los 
atropellos, como mecanismos que facilitan la recuperación de la 
armonía social.”  
 
 
Para la Corte, la justicia transicional es “una institución jurídica a través de la 
cual se pretende integrar diversos esfuerzos, que aplican las sociedades para 
enfrentar las consecuencias de violaciones masivas y abusos generalizados o 
sistemáticos en materia de Derechos Humanos, sufridos en un conflicto, hacia 
una etapa constructiva de paz, respeto, reconciliación y consolidación de la 
democracia, situaciones de excepción frente a lo que resultaría de la aplicación 
de las instituciones penales corrientes”22. 
 
 
La anterior afirmación, pone de manifiesto la admisión de una nueva noción 
de justicia en el contexto nacional, que primordialmente, atiende a la necesidad 
de alcanzar la efectividad del derecho a la paz en una sociedad como la 
colombiana que ha padecido largo tiempo una situación de conflicto interno, a 
la vez que pretende responder al imperativo de enjuiciar y reparar las graves 
violaciones a los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario 
logrando el esclarecimiento de la verdad. Dicha noción entonces opera dentro 
del tránsito de un período de violencia a uno de consolidación de la paz y de 
vigencia del Estado de Derecho, o de autoritarismo a otro democrático.  
 
 
Para algunos detractores de la justicia transicional, la posición de la Corte 
Constitucional vulnera el principio democrático, pues dicho modelo de justicia 
aplicado tal y como se ha planteado en las normas, no garantiza a las víctimas 
los derechos constitucionales otorgados, sino que, por el contrario, permite 
que los actores de hechos victimizantes no reciban una sanción acorde con 
los delitos cometidos. No obstante, para instituciones del derecho internacional 
y autoridades de interpretación respecto al tema han afirmado que la justicia 
transicional es "toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los 
intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado 
de abusos a gran escala, a fin de que los responsables rindan cuentas de sus 
actos, servir a la justicia y lograr la reconciliación". 
 
 
En ese orden de ideas, se conoce como justicia transicional a “la respuesta a 
las violaciones sistemáticas o generalizadas a los derechos humanos, con el 
objeto de dar reconocimiento a las víctimas y promover iniciativas de paz, 
                                                          
22 Sentencia C-052 de 2012. Concepto de la Corte Constitucional sobre Justicia Transicional.  
10 
reconciliación y democracia” (ICTJ, 2009). Bajo esa óptica, la justicia 
transicional es una “justicia especial” aplicada en períodos de transición de la 
guerra a la paz, en la que se implementan instrumentos para juzgar delitos 
cometidos con ocasión de la guerra, pero bajo el marco del respeto por la 
dignidad humana.  
  
 
1.2 LÍMITES DE LA JUSTICIA TRANSICIONAL 
 
 
La preocupación general en Colombia frente a la implementación de la justicia 
transicional ha radicado desde sus inicios, en si la necesidad de paz y 
reconciliación nacional y sus procesos de transición contrarían otros derechos, 
pues, teniendo en cuenta que el proceso transicional es resultado de un 
acuerdo político en donde los responsables aceptan dejar las armas a cambio 
de unos beneficios, como el perdón de sus actos.  
 
 
Lo anterior, crea entonces tensiones entre la justicia tradicional que se aplica 
y la nueva por la paz, es por esa razón, que en la búsqueda de soluciones se 
debe tener en cuenta que los hechos o delitos cometidos con ocasión de la 
guerra no pueden ser ignorados y que sea la solución que sea, no dejara a 
todas las partes satisfechas. Para muchos se trata de una paz fragmentada 




Las limitaciones surgen precisamente de esos procesos de paz negociada en 
donde al parecer resulta imposible desde el punto de vista jurídico, político y 
ético, obtener óptimos resultados frente a los actores de este. Por ello, si lo 
que se pretende es una paz estable y duradera, se debe tener en cuenta que 
en el proceso no haya impunidad, pues el hecho de aplicar perdón y olvido a 




Sin importar las formulas propuestas, las estrategias legales o no legales que 
se busquen para aplicarla o las experiencias anteriores tomadas como 
ejemplo, no se puede evitar que, en la implementación de la justicia 
transicional en Colombia, se limiten, por uno u otro lado, lo estipulado. Sin 
                                                          
23 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y 
reparación para Colombia. Dejusticia 2005. P.19. Disponible en: https://www.dejusticia.org/wp-
content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_201.pdf  Fecha de consulta: 4 de diciembre de 
2017.   
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embargo, como en muchos otros procesos anteriores, se debe aprender de 
los errores cometidos. Debido a ello cada sociedad debe diseñar su propia 
fórmula de justicia transicional, de acuerdo con los condicionamientos políticos 
y jurídicos impuestos por el entorno en cuestión24.  
 
 
La Corte Constitucional por su parte ha establecido los límites a la justicia 
transicional especialmente centrados en la garantía de los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia, la reparación, y las garantías de no repetición, 
con fundamento en la Constitución de 1991 y demás normas expedidas con 
posterioridad a ella sobre el tema.  
 
 
Además, ha contemplado la constitucionalidad de los mecanismos, estrategias 
o instrumentos de carácter especial, flexible y transitorio, particularmente de 
carácter penal, aplicados a casos de graves violaciones de Derechos 
Humanos, como los principios de voluntariedad, alternatividad, oportunidad, 
selectividad siempre y cuando no se desconozcan o no se afecten de manera 




En ese orden de ideas, la Corte ha reconocido límites a la aplicación de las 
disposiciones de carácter transicional para las graves violaciones de Derechos 
Humanos. Y, establece la necesidad de aplicar el método de ponderación 
entre los valores, principios y derechos a la paz, y los derechos de las víctimas 
en procesos de justicia transicional25. 
 
 
De otro lado, los derechos de las víctimas no son el único límite que establece 
la Corte a la justicia transicional En efecto, en ejercicio del control de 
constitucionalidad la Corte argumenta que “en consonancia con los criterios 
de legitimidad, el  legislador puede, entre las distintas alternativas en juego, 
optar por las que considere más adecuadas para hacer frente a la violencia y 
ofrezcan mayores probabilidades de cumplir el objetivo de reconciliación, 
siempre y cuando no se desborden los límites del ordenamiento constitucional 
y del conjunto de instrumentos internacionales establecidos para Colombia” 
(Sentencia C-052 de 2012). Estableciendo entonces, los estándares 
internacionales como límite al concepto de justicia transicional y sus 
mecanismos.   
 
 
                                                          
24 Ibídem. p.21  
25 Sentencia C-286/14. 
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1.3 MECANISMOS DE JUSTICIA TRANSICIONAL 
 
 
Existen una serie de mecanismos que permiten a las víctimas de violaciones 
graves de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario 
garantizar en el ámbito doméstico e internacional, sus derechos a la verdad, 
la justicia y la reparación. Los mecanismos son las distintas vías de protección 
que se surgen cuando en un Estado los derechos de las víctimas se ven 
vulneradas o no se cumplen las obligaciones hacia ellos.  
 
 
Al respecto, en la sentencia C-771 de 2011, la Corte afirma que los 
mecanismos de justicia transicional “fueron concebidos para garantizar a las 
víctimas recursos eficaces y la reparación de los perjuicios sufridos, de 
garantizar el derecho inalienable a conocer la verdad y de tomar todas las 
medidas necesarias para evitar la repetición de dichas violaciones”.  
 
 
Los mecanismos de justicia transicional se componen de varios factores, 
desde enfoques judiciales y no judiciales, que son implementados para 
superar el conflicto armado. Todo esto, con el fin de esclarecer la verdad y 
reparar a las víctimas. Dentro de los objetivos de la justicia transicional están: 
(I). Implementar procesos de rendición de cuentas y reconocimiento de hechos 
en busca de la reconciliación de las partes; (2) evitar que se repitan los hechos 
violentos que configuraron el conflicto armado interno. Implementar un sistema 
de justicia transicional puede conllevar a la aplicación de varios mecanismos 
que a continuación serán enunciados: 
 
 
1. Procesos Penales: Especialmente a quienes se les atribuye mayor 
responsabilidad penal y gravedad en los delitos26. Asimismo, 
estos mecanismos judiciales se establecen con base en lineamientos 
de organismos internacionales, como las Naciones Unidas o la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 
 
 
2. Reparaciones: En todo proceso de paz, los Estados reconocen los 
daños sufridos y toman medidas para repararlos. Estas medidas 
incluyen reparaciones pecuniarias y simbólicos (por ejemplo disculpas 
públicas o días de conmemoración).27 
 
                                                          
26 Sentencia C-007 de 2018. 
27 Sentencia C-099 de 2018 
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3. Reforma de instituciones del Estado: Se refiere a aquellas reformas 
institucionales que se deben realizar para evitar violaciones a los 
Derechos Humanos cometidas por Agentes del Estado, o entes 
Estatales,  bien sea por acción u omisión de los mismos. Lo anterior, en 
clave de reparación para las víctimas correspondientes.28 
 
 
4. Comisiones para la verdad: O cualquier otra forma para investigar y 
denunciar abusos, sugerir enmiendas y colaborar con el entendimiento 
de las causas de las violaciones graves de los derechos humanos.29  
 
 




En primer lugar, la aplicación de las normas creadas con base en el desarrollo 
de la justicia transicional, pueden dar lugar a contradicciones entre lo 
estipulado y lo decidido, toda vez que mientras las normas se forman en 
escenarios políticos, la Corte Constitucional, para hacer uso de ellas, debe 
tener en cuenta su obligatoriedad, el carácter vinculante del precedente 
constitucional, o aun de un derecho considerado como fundamental, y en ese 
orden de ideas, ese argumento es fulminante. Es por ello que, en sus 
decisiones, la Corte debe apartarse de sus posiciones personales para ajustar 
sus juicios a lo estatuido en las normas. 
 
 
Es por ello que, a veces surgen contradicciones entre las consideraciones 
expuestas en una sentencia y la decisión final que se adopta. Un ejemplo de 
esto, se puede evidenciar en la   sentencia de constitucionalidad C-052 de 
2012. En efecto, en la sentencia mencionada se demandan las expresiones 
referentes a los derechos de los familiares de las víctimas. La Cote inicialmente 
encuentra que la norma en si es limitante e insuficiente, entonces, para tomar 
la decisión acude a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
                                                          
28 “Reformas institucionales y reforzamiento de las políticas de atención y reparación a  las ví
ctimas en Colombia: 20102013” International Center for Transitional Justice. Disponible en: 
http://ictj.org/sites/default/files/ICTJ-TDR_JUSTICIA_TRANSICIONAL_FUERZA_PUBLICA-
COL-20120202.pdf.  Fecha de consulta: 17 de marzo de 2018.  
29 Para definiciones de comisiones de la verdad, véase Hayner, Priscilla B. Unspeakable 
Truths: Transitional Justice and the Challenge of Truth Commissions. 2ª ed., Nueva York, 
Routledge, 2010 [ed. cast. de la 1ª ed: Verdades innombrables, México, FCE, 2008, trad. de 
Jesús Cuéllar; Teitel, R. G, “Human Rights in Transition: Transitional Justice Genealogy,” 
Harvard Human Rights Journal, 16 (69), pp. 69-94, 2003; Freeman, Mark, Truth Commissions 
and Procedural Fairness, Nueva York, Cambridge University Press, 2006. http://ictj.org/sit 
es/default/files/ICTJ-Book-Truth-Seeking-Chapter2-2013-Spanish.pdf  
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Humanos. No obstante, termina declarando exequibles los apartes 
demandados por encontrarlos acorde a la Constitución.  
 
 
En términos generales, la Corte se ajusta a lo ya decidido en la Sentencia C-
370 de 2006; sin embargo, realiza control de constitucionalidad sobre los 
artículos 1, 4, 6 y 7 de la Ley 1424 de 2010 concretamente sobre justicia 
transicional, garantía de verdad, justicia y reparación a las víctimas, 
desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley, y beneficios 
jurídicos a los mismos. Luego de hacer un análisis y tomar como referentes 
normas tanto nacionales como internacionales y comentar las posturas de los 
intervinientes, declara exequibles las normas demandadas, pasando por alto 
aparentemente todo lo expuesto en sus argumentos.  
 
 
En la sentencia C-052 de 2012, cuando analiza la constitucionalidad de la 
expresión “en primer grado de consanguinidad, primero civil” y “cuando a esta 
(sic) se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida”, ambas contenidas 
en el inciso 2° del artículo 3° de la Ley 1448 de 2011, la Corte consideró que 
esas dos frases, cuestionadas por el actor, ciertamente implican restricción 
frente al alcance que, en su ausencia, tendrían las reglas contenidas en el 
mismo inciso 2° del artículo 3°.  
 
 
El efecto restrictivo de estos textos es el que se cuestiona por su presunta 
inconstitucionalidad. Considera la Corte que la regla contenida en el inciso 2° 
contiene una presunción de daño, que admite prueba en contrario. “Por ello, 
entiende la Corte que el problema constitucional planteado por el actor 
respecto de las distintas situaciones reguladas por los incisos 1° y 2° de este 
artículo, envuelve censura o cuestionamiento a la posibilidad de que el 
legislador establezca definiciones sobre determinados conceptos, de los 
cuales vendría a depender el alcance específico de las normas así expedidas.”  
 
 
En el presente caso, la Corte debe reconocer que el concepto de víctima al 
que se hace alusión no sólo es expresamente mencionado por la Constitución, 
sino que de igual manera ha sido ampliamente referido y aplicado por varios 
tratados e instrumentos internacionales. Sin embargo, declara exequible la 
expresión demandada, lo que a todas luces muestra una contradicción entre 
lo que considera y lo que decide. Por un lado, afirma que los apartes 
demandados envuelven censura o cuestionamiento a la posibilidad de que el 
legislador establezca definiciones o conceptos, pero más allá de hacer la 




De igual forma, en sentencias como la C-781 de 2012 en donde la Corte toma 
en cuenta todo lo expuesto tanto por los demandantes, como por los 
intervinientes y los conceptos de los organismos nacionales e internacionales, 
termina por declararse inhibida para fallar de fondo, porque considera que los 
apartes demandados ya fueron motivo de análisis por parte de la Corte en 
sentencias C-253A de 2012, C-250 de 2012 y C-052 de 2012. 
 
 
De los ejemplos anteriores se puede evidenciar las contradicciones que 
presenta la Corte en algunos de sus fallos. Principalmente, porque en sus 
consideraciones y argumentos apoya la postura de la parte demandante, pero 
sus decisiones son contrarias a lo argumentado o, se declara inhibida para 
fallar por haber sido objeto de pronunciamiento anterior. 
       
     
1.5 LÍNEA JURISPRUDENCIAL 
 
 
Para empezar, debemos establecer que esta línea jurisprudencial se realizó 
teniendo en cuanta los capítulos quinto y sexto del libro el Derecho de los 
Jueces de Diego Eduardo López Medina.  
 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que, en un sentido estricto, la jurisprudencia 
es un criterio, cuya vocación unificada y sistematizada, solo aclara o determina 
el lineamiento de aplicabilidad de la norma, extendiéndola, limitándola, 
desarrollándola o concentrándola, pero nunca con el propósito de crear 
normas se puede afirmar que: una línea jurisprudencial es un análisis 
sistemático y estructurado de las sentencias que se relacionan entre sí, 
buscando entre ellas el “balance constitucional” entre las dos decisiones 
posibles o dos extremos posibles, para llegar a encontrar la subregla 
jurisprudencial, o el sentido general de los fallos en determinado asunto. 
 
 
1.5.1 Título de la Línea Jurisprudencial 
“Justicia Transicional en la jurisprudencia de la Corte Constitucional”  
 
 
1.5.2 Problemas Jurídicos de la Línea Jurisprudencial. 
¿Los mecanismos de justicia transicional configurados por el Congreso, son 






1.5.3 Polos de Respuesta del Problema Jurídico 
Para resolver el problema jurídico propuesto, se abordarán los polos de 
respuesta enmarcados dentro de las normas y jurisprudencia tanto de justicia 
transicional, como las que enmarcan la creación, conformación y aplicación de 
la Jurisdicción Especial para la Paz, distinguiendo si dentro de ellas, se 
garantiza el cumplimiento del objeto para el cual fueron creadas. Debido a ello, 
los polos de respuesta se limitan a indicar SI se cumplen o NO los propósitos 
de cada una de esas instituciones. 
 
 
Bajo el entendido que la justicia transicional comprende cuatro puntos, se 
deben analizar los polos de respuesta de cada uno de ellos así: 
 
 
En lo relacionado al derecho de las víctimas a la verdad, SI contiene la justicia 
transicional los mecanismos idóneos que garanticen su cumplimiento y, por su 
parte, con base en las declaraciones de los victimarios, es decir, su confesión, 
aplicara adecuada y eficazmente las normas establecidas o NO. De igual 
forma con respecto al derecho a la justicia; SI observa la justicia transicional 
mediante los mecanismos creados, el cumplimiento de este derecho con 
ocasión del conflicto armado. 
 
 
SI, los mecanismos de justicia transicional son los adecuados mientras se 
garantice que se lleven a cabo todos los actos constitutivos de reparación 
integral a las víctimas, se podrá satisfacer a quienes padecieron los daños y 
violaciones de derechos durante la duración del conflicto armado interno en 
Colombia, con el compromiso de no repetición por parte de la sociedad, de las 
instituciones y de los excombatientes.  
 
 
Así las cosas, se tiene que los puntos nodales encontrados en las sentencias 
objeto de estudio, guardan congruencia con el tema y en ellos se observan 
coincidencias argumentativas e interpretativas de la Corte y configuran, sin 
lugar a duda las bases de la construcción de la línea jurisprudencial sobre 
justicia transicional.        
 
 
1.5.4 Explicación Metodológica de la Construcción de la Línea 
Además de la Sentencia C-370 de 2006 como fundamentadora de línea, se 
toman las sentencias C-771 de 2011, C-715 de 2012, C-694 de 2015, C-579 
de 2013, C-171 de 2017, C-309 de 2017, C-699 de 2017 y la C-469 de 2017 
que por su riqueza citacional, indican el recorrido interpretativo y 
argumentativo de la Corte Constitucional en el caso sub exámine, encontrando 
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En estas sentencias de Constitucionalidad se analizaron las Leyes 975 de 
2005, 1424 de 2010, 1448 de 2011, 1592 de 2012, la Resolución 339 de 2012, 
los Actos Legislativos 1 de 2012 y 2016, el Decreto 1391 de 2016 y el Decreto 
Ley 831 de 2017. 
 
 
1.5.5 Sentencia Arquimédica o Punto de Apoyo 
Después de realizado el rastreo jurisprudencial, se encontró que, como punto 
de apoyo, se parte de la sentencia C-370 de 2006, por ser constitutiva del 
principal pronunciamiento de la Corte Constitucional sobre el tema de justicia 
transicional con base en la Ley 975 de 2005 y atendiendo a que guarda 
correspondencia con el primer problema jurídico planteado.  
 
 
De igual forma, se analizaron las sentencias C-575 de 2006, C-719 de 2006, 
C-080 de 2007 y C-1199 de 2008, sobre la misma Ley 975 de 2005 que 
confirman los argumentos de la Corte Constitucional en la sentencia 
fundamentadora de línea. 
 
 
En estas sentencias, la Corte analizó la constitucionalidad de la Ley 975 de 
2005, “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros 
de grupos armados organizados al margen de la Ley, que contribuyan de 
manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras 
disposiciones para acuerdos humanitarios”, por la vulneración de los derechos 
a la “Verdad, la Justicia, la Reparación y la Garantía de no Repetición de las 
víctimas del conflicto armado en Colombia”.   
 
 
Aunque en su análisis la Corte hace una valoración de cada uno de los 
componentes de la norma demandada,  y estima que esta regulación 
desconoce el derecho de las víctimas a la verdad, que tales delitos deben ser 
investigados; igualmente que el Estado es responsable por acción o por 
omisión si no hay una investigación acorde con la normatividad nacional e 
internacional; y que además “una de las formas de violación de este derecho 
es la inexistencia de medidas que sancionen el fraude a la justicia o sistemas 
de incentivos que no tomen seriamente en cuenta estos factores ni promuevan 
seria y decididamente la consecución de la verdad” (Sentencia C-370 de 
2006), y que, el derecho a la verdad incorpora la garantía de conocer las 
causas y las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que los delitos 
fueron cometidos. 
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Por otro lado, el derecho a la verdad, a la justicia, a la reparación y la garantía 
de no repetición,  asegura la Corte, conduce a que se haga visible el dolor de 
las víctimas en términos de su reconocimiento como sujeto de derechos y 
conlleva a que las personas afectadas puedan saber, si así lo desean, las 
razones y condiciones en las cuales se cometió el delito; que “cuando se trata 
del delito de desaparición forzada de personas, el derecho a la verdad apareja 
el derecho a conocer el destino final de la persona desaparecida” (Sentencia 
C-370 de 2006). 
 
 
Agrega además, que todos estos derechos comportan el deber irrenunciable 
del Estado de investigar de manera seria y exhaustiva las violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario y de informar sobre 
el resultado de sus investigaciones incluyendo la posibilidad de las sociedades 
de conocer su propia historia, de elaborar un relato colectivo relativamente 
fidedigno sobre los hechos que la han definido y de tener memoria de tales 
hechos y para ello, es necesario que se adelanten investigaciones judiciales 
imparciales, integrales y sistemáticas, sobre los hechos criminales de los que 
se pretende dar cuenta histórica.  
 
 
Señala adicionalmente la Corte: “En un Estado constitucional de derecho como 
el colombiano, la protección mínima de este plexo de derechos no puede ser 
desconocida en ninguna circunstancia” (Sentencia C-370 de 2006). Además, 
afirma que los poderes públicos no están autorizados para desconocer estos 
derechos en nombre de otro bien o valor constitucional, pues los mismos 
constituyen el límite al poder de configuración del Congreso, de gestión del 
gobierno y de interpretación judicial. También hace alusión a las disposiciones 
del bloque de constitucionalidad, sobre el ocultamiento, el silencio o la mentira 
sobre los delitos cometidos, que no pueden ser las bases de un proceso de 
negociación que se ajuste a la Constitución.  
 
 
De conformidad con lo expuesto, para la Corte, los apartes demandados de la 
Ley 975 de 2005 cuyas sentencias más significativas C-575 de 2006, la C-719 
de 2006, la C-080 de 2007 y la C-1199 de 2008, no establecen claramente los 
mecanismos judiciales necesarios y suficientes para que se pueda esclarecer 
el fenómeno macro criminal que se afronta.  
 
 
Tampoco establece mecanismos judiciales que aseguren la revelación de la 
verdad sobre los delitos concretos cometidos por los integrantes de los grupos 
específicos que se desmovilicen, pues las personas que se acojan a los 
beneficios de la Ley tienen la única obligación de aceptar los delitos que el 
Estado esté en capacidad de imputarles.  
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Dicho lo anterior, para la Corte es importante para satisfacer los derechos 
afectados y reconstruir la historia de lo sucedido, pero es completamente 
insuficiente para garantizar el contenido constitucional mínimo del derecho a 
la verdad.30  
 
 
De acuerdo a toda la base deductiva expuesta, la Corte inicia su estudio sobre 
el tema de revocatoria de libertad a prueba y del beneficio de alternatividad 
penal del artículo 29 demandado, donde afirma que “los beneficios penales 
que la Ley demandada, sólo pueden conferirse a quienes han satisfecho de 
manera plena el derecho de las víctimas a la verdad, la satisfacción del interés 
de la sociedad en construir memoria colectiva sobre lo acontecido durante el 
conflicto armado” concluyendo que dichos artículos protegen tanto el derecho 
a la verdad como el derecho a la paz” (Sentencia C-370 de 2006). 
 
 
Sin embargo, dice que “resulta inconstitucional que el Estado otorgue 
beneficios a personas que son responsables del delito de desaparición 
forzada, sin que exija, además de desmovilizarse, decir el paradero de las 
personas desaparecidas”.  Considera que la omisión del legislador que da 
cuenta la demanda, es el resultado del incumplimiento de un deber 
constitucional específico del Estado.  Por esa razón, la guardiana de la 
Constitución “no puede encontrar ajustado a la Constitución la decisión de 
aplazar, hasta el momento de la ejecución de la sentencia, la entrega al Estado 




Acerca del artículo 58 señala que “las autoridades deben adoptar las medidas 
para resguardar el derecho de las víctimas de violencia sexual y de las niñas, 
niños y adolescentes víctimas de los grupos armados al margen de la Ley, y 
para no provocar más daños a la víctima, u otras personas, ni crear un peligro 
para su seguridad”. En este orden de ideas, de acuerdo con la Constitución, 
“la regla general de la publicidad sólo puede tener excepciones en virtud de 
Leyes que, establezcan los casos concretos en los cuales pueden establecer 
que determinada información es reservada”32.  
 
 
En este caso, concluyó que respecto de la norma demandada debía declararse 
la exequibilidad de la Ley 975 de 2005, exceptuando las expresiones “cuando 
se disponga de ellos” del numeral 11.5 del artículo 11 “producto de la actividad 
                                                          
30 Sentencia C-719 de 2006. 
31 Sentencia C-370 de 2006 
32 Ibídem Consideraciones de la Corte Constitucional. 
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ilegal” del mismo numeral, “de procedencia ilícita” del numeral 4º del artículo 
13, “si los tuvieren” del inciso segundo del artículo 17, “inmediatamente” y “en 
uno de los establecimientos de reclusión determinados por el Gobierno 
Nacional” del inciso cuarto de acuerdo con el artículo 31, la expresión “pero en 
ningún caso la pena alternativa podrá ser superior a la prevista en la presente 
Ley” del artículo 20, “los” y “por los cuales fue condenado en el marco de la 
presente Ley” del inciso cuarto del artículo 29, el artículo 31, la expresión “y en 
el marco de la Ley” del inciso segundo del artículo 34, la expresión “si los 
tuviese” contenida en el inciso segundo del artículo 44, “de ser posible” 
contenida en el artículo 46 y los artículos 70 y 71 por vicios de procedimiento 
en su formación. 
 
 
1.5.6 Ingeniería de Reversa 
Para encontrar el nicho citacional de la sentencia arquimédica, se aplicó 
ingeniería de revesa, que consiste en el estudio de las citas del punto 
“arquimédico, lo que arrojó como resultado los siguientes nichos citacionales 
de primer y segundo nivel: 
 
 
1.5.7 Nichos Citacionales Producto de la Ingeniería de Reserva 
NICHO CITACIONAL LINEA 
2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 
C-370 C-080 C-1199   C-771 C-715 C-579 C-795 C-694 C-069 C-006 
C-575      C-052 C-099 C-015 C-017 C-160 C-249 
C-719      C-250 C-581 C-180  C-161 C-171 
      C-153 A C-753 C-286  C-330 C-309 
      C-781 C-912 C-287  C-404 C-332 
      C-820 C-532 C-577  C-494 C-469 
       C-752   C-699  




Las gráficas, muestran un nutrido nicho citacional de primer y segundo nivel 
de la sentencia arquimédica, y de las sentencias fundamentadoras de las 
normas estudiadas, que arrojó como resultado, 40 sentencias, de las cuales 
15 son importantes y se resaltan con color amarillo en el cuadro, no obstante, 
solo 9 son el objeto de análisis en la presente línea jurisprudencial, por su 
relevancia argumentativa e interpretativa y las cuales desarrollan los 
problemas jurídicos propuestos, las restantes sentencias citadas no se tendrán 
en cuenta pues se consideran reconceptualizadoras. Con el color azul se 
relacionan las sentencias conceptuales por hacer referencia a definiciones de 
principios e instituciones de derechos. De color rosa y marrón, se encuentran 
señaladas las sentencias retóricas, por no ofrecer un mayor desarrollo a los 
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1.5.8 Telaraña de la Sentencia Arquimédica C-370 del 18 de Mayo de 2006, 
M.P. Clara Inés Vargas Hernández, Álvaro Tafur Galvis, Manuel José Cepeda 























C-575/06  C-052/12  C-577/14   C-699/16  
C-719/06  C-250/12 C-752/13      
C-080/07  C-153 A/12 C-532/13      
C-1199/08  C-781/12 C-015/14      
  C-820/12 C-180/14      
  C-099/13 C-286/14      
  C-581/13 C-287/14      
  C-753/13       
  C-912/13       
  C-795/14       
  C-017/15       
  C-069/16       
  C-160/16       
  C-161/16       
  C-330/16       
  C-404/16       
  C-494/16       
  C-006/17       
  C-249/17       
Grafica 2. Telaraña de la sentencia arquimédica y puntos nodales 
 
 
En la gráfica 3, se grafican cada una de las sentencias hito que se encuentran 
dentro de la sombra decisional del problema jurídico planteado, como 
desarrollo de la telaraña anterior. 
 
 
Ley 975 de 2005 
SENTENCIA C- 370 DE 2006 
2006 2007 2008 
C-575 C-080 C-1199 
C-719   
 
 
Ley 1424 de 2010 
LEY 1424 DE 2010 







Ley 1448 de 2011 
SENTENCIA C-715 DE 2012 
2012 2013 2014 2015 2016 2017 
C-052 C-099 C-795 C-017 C-069 C-006 
C-250 C-581   C-160 C-249 
C-153 A C-753   C-161  
C-781 C-912   C-330  
C-820    C-404  
    C-494  
 
 
Ley 1592 de 2012 








Acto Legislativo 01 de 2012 
SENTENCIA C-579 DE 2013 
C-577 DE 2014 
 
 
Resolución 339 de 2012  
RESOLUCIÓN 339 DE 2012 
SENTENCIA C-171 DE 2017 
 
 
Decreto 1391 de 2016 
DECRETO 1391 DE 2016 
SENTENCIA C-309 DE 2017 
 
 
Acto Legislativo 01 de 2016 
SENTENCIA C-332 DE 2017 
C-699 DE 2016 
 
 
Decreto- Ley 831 de 2017 
DECRETO- LEY 831 DE 2017 
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1.5.9 Análisis Cuantitativo y Cualitativo de las Sentencias 
Con apoyo en los índices de jurisprudencia de la relatoría de la Corte 
Constitucional, se obtuvo como resultado al incluir como restrictor, “justicia 
transicional”, un amplio número de sentencias de constitucionalidad, de las 
cuales se sustrajo solo las que realizaron un estudio de constitucionalidad de 
uno o varios artículos de las Leyes  975 de 2005, 1424 de 2010, 1448 de 2011, 
1592 de 2012, la Resolución 339 de 2012, los Actos Legislativos 1 de 2012 y 
2016, el Decreto 1391 de 2016 y el Decreto Ley 831 de 2017, lo que arrojó un 
compendio de 40 sentencias, 9 de las cuales, se consideraron como 
relevantes o importantes dentro del periodo objeto de estudio, esto es desde 
el 18 de marzo de 2006, a la fecha. 18 sentencias, menos importantes objeto 
de estudio, clasificadas de este modo, por cuanto las sub reglas de derecho 
que desarrolla la Corte Constitucional tiene identidad fáctica y se encuentran 
dentro de la sombra decisional del alto Tribunal. 
 
 
A las sentencias escogidas para estudio, sobre las cuales la Corte 
Constitucional analizó la exequibilidad de las normas mencionadas, se les 
elaboró una ficha, en las que se resaltó las circunstancias notables y se 
enunciaron las diferentes sub reglas o ratio decidendi planteadas por la Corte, 
destacando además en cada una de ellas, como se dijo, el nicho citacional y 
las clases de sentencias (importantes, conceptuales o retóricas dentro o fuera 
del tema objeto de estudio) que se enunciaron. Las demás sentencias fueron 
desestimadas y para el evento se clasifican como no importantes, pues se 




Se cuenta con nueve sentencias importantes, en donde la Corte Constitucional 
define sub-reglas de derecho constitucional que han logrado introducir 
cambios en cuanto al tema de justicia transicional por dar a las víctimas 
relevancia en el ordenamiento jurídico.  
 
 
1.5.10.1 Clasificación de las Sentencias Hito 
Acorde con los planteamientos del autor Diego Eduardo López Medina, una 
sentencia hito, puede contener factores que marcan la importancia de las 
sentencias, por lo que puede darse una clasificación de género a especie, de 





1.5.10.2 Subreglas o “Ratio Decidendi” de las Sentencias Hito 
Sentencia C-370 de 2006 
MP. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa  
Dr. Jaime Córdoba Triviño  
Dr. Rodrigo Escobar Gil  
Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra  
Dr. Álvaro Tafur Galvis  
Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
Norma 
Demandada 
Ley 975 de 2005 
Subregla de 
Derecho 
La norma demandada establece, que “las personas que han cometido delitos en 
su condición de integrantes de grupos armados específicos tienen derecho a una 
disminución sustantiva de la pena efectiva a cumplir”, y que “para obtener este 
beneficio no tienen que confesar todos los delitos en los cuales hubieren 
participado como miembros de un bloque o frente”.  
 
Aunque en su análisis la Corte estima que esta regulación desconoce el derecho 
de las víctimas a la verdad, y que tales delitos deben ser investigados, que el 
Estado es responsable por acción o por omisión si no hay una investigación seria 
acorde con la normatividad nacional e internacional; y que además una de las 
formas de violación de este derecho es la inexistencia de medidas que sancionen 
el fraude a la justicia. 
 
Igualmente, afirma como el derecho a la verdad incorpora la garantía de conocer 
las causas y las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que los delitos 
fueron cometidos, comportando el deber irrenunciable del Estado de investigar de 
manera seria y exhaustiva los delitos cometidos y de informar sobre el resultado 
de sus investigaciones.  
 
Por todo lo anterior, para la Corte, la Ley demandada no establece claramente los 
mecanismos judiciales necesarios y suficientes para que se pueda esclarecerse 
el fenómeno macro criminal que se afronta y es completamente insuficiente para 
garantizar el contenido constitucional mínimo del derecho a la verdad. Tampoco 
establece mecanismos judiciales que aseguren la revelación de la verdad sobre 
los delitos concretos cometidos por los integrantes de los grupos específicos que 
se desmovilicen, pues las personas que se acojan a los beneficios de la Ley, 
tienen la única obligación de aceptar los delitos que el Estado esté en capacidad 
de imputarles.  
 
Adicionalmente asevera como “resulta inconstitucional que el Estado colombiano 
otorgue beneficios penales a personas que son responsables del delito de 
desaparición forzada, sin que exija, además de que hayan decidido desmovilizarse 
en el marco de esta Ley que los responsables del delito hubieren indicado, desde 
el momento en el que se define su elegibilidad, el paradero de las personas 
desaparecidas”. Por esa razón, la Corte “no puede encontrar ajustado a la 
Constitución la decisión de aplazar, hasta el momento de la ejecución de la 
sentencia judicial, la entrega al Estado y a las víctimas y sus familiares de la 
información sobre el destino de los desaparecidos, como no lo sería la de aplazar 
la información sobre el paradero de las personas secuestradas”. 
 
Sobre la Presunta violación del derecho a la reparación. La Corte encuentra 
dos problemas jurídicos. Un primer problema general y otro específico. En cuanto 
al general, “no existe razón constitucional que permita excepcionar el principio 
general según el cual todo aquel que cause un daño antijurídico está obligado a 
repararlo y trasladar el costo total de la reparación a los ciudadanos y ciudadanas”. 
En cuanto al específico, “incluso si se aceptara que el Estado puede efectuar este 
traslado de responsabilidad, lo cierto es que no está autorizado para perdonar – 
ni penal ni civilmente – a quien ha cometido delitos atroces o al responsable de 
actos de violencia masiva o sistemática”.  
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Sobre el reconocimiento de otros familiares como víctimas, aunque la norma 
establece una presunción a favor de los parientes en primer grado de 
consanguinidad y primero civil de la víctima directa, la limitación arbitraria del 
universo de personas con capacidad de acudir a las autoridades judiciales para la 
satisfacción de sus derechos, da lugar a la violación del derecho de acceso a la 
administración de justicia, al debido proceso y a un recurso judicial efectivo, 
consagrados en los artículos 1, 2, 29 y 229 de la Constitución y 8 y 25 de la 
Convención Interamericana sobre Derechos Humanos.  
 
Para la Corte es claro que si los beneficios que establece la Ley son para el grupo 
específico, o para sus miembros en razón a la pertenencia al bloque o frente 
correspondiente, éste debe tener correlativas responsabilidades de orden 
patrimonial, incluso al margen de la determinación de responsabilidades de índole 
penal, siempre y cuando se establezca el daño y la relación de causalidad con la 
actividad del grupo específico y se haya definido judicialmente la pertenencia del 
desmovilizado al frente o bloque correspondiente.  
 
Finalmente, la Corte no concedió efectos retroactivos a estas decisiones, como lo 





El Magistrado Jaime Araujo Rentería, se aparta de la decisión de la Sala pues a 
su juicio la posición esgrimida por el Tribunal crea una absoluta confusión, altera 
la sentencia anterior y la cosa juzgada lo que conlleva a un absoluto 
desconocimiento de los presupuestos para la acumulación de penas. 
 
Consultada la referida norma a que se hace tanta alusión, por ninguna parte se 
está sosteniendo que la acumulación devenga en una ausencia de relación de los 
delitos ya sancionados o de las penas ya impuestas y tampoco se dispuso un 
olvido de conductas ya juzgadas, como se evidencia cuando se advierte la 
necesidad de verdad, justicia y reparación.  Acumular las penas o los procesos no 
es subsumir o comprimir sanciones hasta el límite de Leyes nuevas como la 975 
de 2005, pues ese no es el alcance de lo dispuesto por el Código Penal como 
norma genérica a que se hace constante referencia.   
 
Dictar la sentencia con base en la Ley 975 de 2005; sería un grave atentado contra 
la seguridad jurídica y una contradicción de la H. Constitucional al haber sostenido 
que no era viable la alternatividad del inciso segundo del Art. 20.   
 
No se puede proceder a la extinción velada de sanciones que tienen como sujetos 
de indemnización, reparación y justicia a terceras personas que de alguna manera 
vieron realizadas sus aspiraciones de justicia, las cuales se ven seriamente 
afectadas por una especie de perdón y olvido que trae la interpretación de una 
acumulación extintiva de las penas. 
 
En la aclaración al salvamento de voto, el Magistrado Araujo Rentería afirma que 
al declarar inconstitucional el último aparte del artículo 20 de la Ley 975 de 2006, 
surge una contradicción creada por la mayoría de la Sala Plena, pues uno de los 
principios fundamentales sobre cualquier orden jurídico, es de la coherencia del 
orden jurídico (además de la unidad y la plenitud del orden jurídico); con este 
principio se busca que el orden jurídico no sea contradictorio, antinómico. 
  
Por su parte, el Magistrado Alfredo Beltrán Sierra en su salvamento de voto 
sobre la decisión aceptó declarar la inconstitucionalidad de algunas normas de la 
Ley 975 de 2005 que afectan el derecho a la verdad, y algunas de las que vulneran 
el derecho a la reparación. Pero, cuando se analizó lo referente a la justicia de la 
cual no puede separarse la pena en el Derecho Penal, que precisamente a ello 
debe su denominación. 
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Para el magistrado Beltrán la Corte al dar vía libre a la institución denominada por 
la Ley “pena alternativa”, incurrió en el rompimiento de la unidad jurídica de los 
derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación, para dejar de lado todo lo 
atinente a la proporcionalidad mínima de las penas a imponer a quienes forman 
parte de grupos armados al margen de la Ley, y en ejercicio de esa actividad han 
cometido numerosos delitos atroces, que son delitos comunes y no delitos 
políticos. 
 
Precisamente, es esa y no otra la razón por la cual el ejercicio de la potestad 
legislativa del Estado se atribuye en las democracias a un órgano colegiado de 
representación popular previsto en la Constitución como igualmente en ella se 
establecen las reglas a las cuales debe sujetarse para el ejercicio de esa función. 
De acuerdo con lo expuesto, le está vedado por el constituyente al legislador 
transformar los delitos comunes en delitos políticos, pues ello significa que con la 
alteración de su naturaleza se abre la puerta para el quebranto de las normas 
constitucionales que no le extienden a los delitos comunes el tratamiento 
privilegiado y especial que se le da a los delitos políticos.  
 
Así las cosas, los delitos que constituyan graves violaciones a los derechos 
humanos no pueden ser objeto del tratamiento benigno que por razones 
superiores se les da a los delitos políticos sino que, por el contrario, sus autores 
se encuentran sujetos a las reglas del derecho común. Significa lo anterior, que el 
derecho a la reparación del daño causado a la víctima en caso de graves 
violaciones a los derechos humanos o al derecho internacional humanitario, 
empieza por el establecimiento de la verdad en toda su extensión, pues incluye el 
derecho a saber lo realmente ocurrido, así como a la fijación de los hechos en la 
memoria colectiva para precaver su repetición en el futuro, pues si alguna lección 
ha de deducirse por las generaciones futuras es que tales hechos lesivos de la 
dignidad de la humanidad no puedan sucederse jamás.  
 
Finalmente, para el magistrado Beltrán queda claro que se viola además la 
garantía del debido proceso, la tutela efectiva de los derechos humanos, el 
derecho a la administración de justicia, garantizados por los artículos 1, 2, 13, 29, 
228 y 93 de la Constitución Política, así como los artículos 4 y 25 de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos y los artículos 14 y 26 del Pacto 
Internacional sobre Derechos Civiles, Sociales, Políticos y Culturales aprobado en 
Colombia por la Ley 74 de 1968, normas estas últimas que forman parte del 
bloque de constitucionalidad. 
 
En su salvamento de voto el Magistrado Humberto Antonio Sierra Porto, se 
pronuncia así: la mayoría estimó que la Ley 975 de 2005 no debió ser tramitada 
como una Ley estatutaria, pues no se rige por los principios constitucionales para 
la elaboración de la misma. Teniendo en cuenta que los derechos de las víctimas 
son manifestaciones concretas del derecho de acceso a la administración de 
justicia, del derecho al debido proceso o del derecho a la intimidad en ciertos 
casos y por lo tanto constituirían lo que la doctrina denomina normas adscritas de 
derechos fundamentales, cuya violación en eventos concretos supone la violación 
de tales derechos fundamentales y en tal medida es tutelable.  
 
Finalmente hacen parte del bloque de constitucionalidad al haber sido 
reconocidos por tratados internacionales de derechos humanos ratificados por 
Colombia y al haber sido recogidos por el derecho internacional humanitario. Una 
vez establecido el carácter fundamental de los derechos de las víctimas se puede 
concluir sin lugar a dudas que la Ley 975 de 2005 vulnera la reserva de Ley 
estatutaria establecida en el literal a del artículo 152 constitucional al tratarse de 





Sentencia C-771 de 2011 
MP. Dr. Nilson Pinilla Pinilla 
Norma 
Demandada 
Ley 1424 del 29 de Diciembre de 2010 
Subregla de 
Derecho 
La Corte inicia el análisis de los cargos aclarando los conceptos de paz, justicia, 
verdad y justicia transicional desde varios puntos de vista y hechos históricos. 
Estudia además la viabilidad de que, dentro del marco constitucional, el legislador 
implemente excepcionalmente medidas de este tipo, y a partir de ello, los derechos 
de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 
 
Su vista de la norma demandada incluye la posibilidad de que los beneficios de los 
destinatarios de la norma sean congruentes con la Constitución, que se incluya el 
delito de concierto para delinquir simple y agravado cometido por desmovilizados 
dentro de la lista de beneficios.  
 
Por otra parte, sobre la regla contenida en el segundo inciso del artículo 4°, 
conforme a la cual la información que surja dentro del marco de los Acuerdos de 
Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación no podrá ser usada como prueba 
contra la persona que suscribe dicho Acuerdo, tampoco vulnera la Carta Política, 
pues esa garantía puede ser adecuada dentro del marco de la justicia transicional 
y se encuentra conforme a la regla constitucional contenida en el artículo 33.  
 
No obstante, frente a la frase final, acerca de utilizar la información contra terceros, 
consideró la Corte que afectaría sobre todo los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación por lo que, las expresiones “en contra del cual no 
procede recurso alguno”, contenidas en los artículos 6° y 7° de la Ley 1424 de 2010, 
sobre poner en conocimiento de las partes e intervinientes las solicitudes elevadas 
por el Gobierno Nacional en desarrollo de lo previsto en esas mismas normas, no 





En la Aclaración de voto presentada por el Magistrado Mauricio González Cuervo  
respecto de las consideraciones estima pertinente explicar las decisiones 
adoptadas por la Corte y que, de manera particular, permiten identificar que la 
medida adoptada en el artículo 1 de la Ley 1424 se inscribe en un complejo proceso 
de identificación de las estrategias adecuadas para hacer posible, de una parte, la 
consecución de la paz y, de otra, la salvaguarda de los derechos a la verdad, a la 
justicia y a la reparación.    
 
En cuanto a la aclaración de voto del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza 
Martelo, en relación con la decisión adoptada respecto de los artículos 6º y 7º de 
la Ley 1424 de 2010, considero que los apartes demandados de las citadas 
disposiciones resultan constitucionales, pero en la medida en que ello no afecta la 
procedencia de los recursos de reposición y apelación contra la “decisión” que 
resuelve sobre la solicitud de suspensión de la orden de captura o de la ejecución 
de la pena, ya que tales recursos vienen a constituir una garantía del debido 
proceso, en cuanto permitan que la decisión definitiva sea revisada por vía judicial, 
en primera y segunda instancia, cualquiera sea el sentido de la misma. 
 
El Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio en su salvamento de voto, discrepa con 
la decisión que toma la sentencia y considera que las normas demandadas 
debieron declararse inexequibles, pues si bien, la finalidad de la Ley 1424 de 2010 
es loable, advierte que las fórmulas demandadas incluidas en ella son 
desproporcionadas en cuanto transgreden los estándares mínimos exigibles a la 
justicia, la verdad así como la reparación de las víctimas, y en algunos casos 
desconocen los deberes elementales del Estado frente a las violaciones graves de 
los derechos humanos. 
 
De otra parte, algunos de los crímenes que componen el concierto para delinquir 
agravado hacen parte de la competencia de la Corte Penal Internacional. Por tanto, 
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absurdamente la ausencia de una medida sancionatoria apropiada, podría activar 
la admisibilidad de ese Tribunal sobre los actos que la Ley 1424 de 2010 pretende 
incluir dentro de la transición. Por último, aunque esta sentencia reconoce la 
existencia de algunas providencias que han analizado las instituciones de justicia 
transicional, lamentablemente olvida identificar que en ellas se han fijado algunos 
límites infranqueables.  
 
Sobre el Salvamento Parcial de voto de los Magistrados María Victoria Calle 
Correa, Jorge Iván Palacio Palacio y Luis Ernesto Vargas Silva, opinan que las 
normas cuestionadas no aseguran estándares mínimos en materia de justicia, 
verdad y reparación frente a las conductas delictivas de los desmovilizados de los 
grupos armados organizados al margen de la Ley, en los términos del artículo 1º 
de la Ley 975 de 2005. El hecho de incluir dentro de los beneficiarios de las medidas 
a los desmovilizados de grupos armados al margen de la Ley que hubieren incurrido 
en el delito de “concierto para delinquir agravado”, sin tener en cuenta que, bajo 
determinadas condiciones, de este tipo penal pueden derivarse graves violaciones 
de los derechos humanos, entraña indefectiblemente una desproporcionada 
afectación del valor de justicia y, particularmente, de los derechos de las víctimas. 
En relación con la circunstancia de que no pueda utilizarse como prueba en ningún 
caso, la información que surge de los acuerdos previstos en la Ley contra quienes 
los suscriben o en contra de terceros, no garantiza la posibilidad de llegar realmente 
a la verdad en los términos que lo exigen el ordenamiento constitucional, las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho humanitario.  
 
En cuanto al Salvamento parcial de voto del Magistrado Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo manifiesta que la discrepancia con la decisión mayoritaria, 
radica en que considera que las disposiciones acusadas no aseguran estándares 
mínimos en materia de justicia, verdad y reparación frente a las conductas delictivas 
de los desmovilizados de los grupos armados organizados al margen de la Ley, en 
los términos del artículo 1º de la Ley 975 de 2005. Estima que incluir dentro de los 
beneficiarios de las medidas especiales consagradas en la referida normatividad a 
los desmovilizados de grupos armados al margen de la Ley, que hubieren incurrido 
en el delito de “concierto para delinquir agravado”, sin especificar las 
circunstancias, afecta el valor de la justicia y los derechos de las víctimas, pues no 
se tiene en cuenta que de la realización de dicha conducta, bajo determinadas 
condiciones, se pueden derivar graves violaciones de derechos humanos.  
Considera que el hecho de que no se pueda utilizar la información que surja de los 
acuerdos previstos en la Ley como prueba contra quienes los suscriben o en contra 
de terceros, impide que se conozca la verdad en los términos que lo exigen el 
ordenamiento constitucional, las normas internacionales de derechos humanos y 
del derecho humanitario, así mismo se propicia la impunidad respecto de la 
investigación y sanción de posibles violaciones de derechos humanos. En ese 
orden de ideas, no puede sostenerse que con la disposición demandada se está 
protegiendo el principio de no autoincriminación. 
 
 
Sentencia C-715 de 2012 
MP. Luis Ernesto Vargas Silva 
Norma 
Demandada 
Ley 1448 de 2011 
Subregla de 
Derecho 
La Corte inicia analizando si es competente para avocar el conocimiento de “la 
omisión legislativa relativa”, en razón a los efectos jurídicos que pueden surgir con 
respecto a la Constitución. Respecto de la omisión legislativa relativa, afirma que 
deberá dictar o una sentencia de inexequibilidad por vulneración del principio de 
igualdad, o una sentencia de exequibilidad condicionada que permita ampliar el 
alcance de los contenidos normativos.  En conclusión, considera que no se 
configura la omisión legislativa propuesta, por el contrario, obedece a una falta de 
interpretación sistemática por parte de los demandantes.   
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Para la Corte las normas demandadas no muestran una omisión legislativa clara y 
no cumple los requisitos para su configuración. Contrario sensu la Corte observa 
que existe una clara voluntad del Legislador al incluir como beneficiarias de 
restitución tanto a las víctimas de despojo o usurpación, como a las que por fuerza 
dejaron sus bienes.  
 
La Corte conviene con los demandantes en lo referente a que el Estado tiene la 
obligación de reparar integralmente a las víctimas, y que ello envuelve la adopción 
de medidas para restablecer los derechos de estas. Se fundamenta en que los 
Principios Rectores de los Desplazamientos Internos deben establecer la 
prohibición de privar arbitrariamente a cualquier persona de su propiedad. En tal 
sentido encuentra que la norma excluye a unas víctimas, lo que significa un trato 
privilegiado para unos y discriminatorio para otros; distinción que vulnera el derecho 
fundamental a la igualdad.  
 
La Corte considera que el artículo 99 de la Ley 1448 de 2011 no desconoce los 
derechos a la restitución y al retorno de las víctimas, de manera que éstas pueden 
solicitar o no la suscripción de contratos, tampoco encuentra la Corte que la norma 
vulnere el artículo 64 de la Constitución que consagra el derecho fundamental a la 
tierra de la población campesina. Por otra parte, tampoco encuentra que el artículo 
99 transgreda el numeral 2.1 de los Principios sobre la restitución de las viviendas 
y el patrimonio de los refugiados y las personas desplazadas de las Naciones 
Unidas de 2005.  
 
En cuanto al principio de oportunidad, dentro de un contexto de justicia transicional, 
afirma que la norma no debe ceñirse a los postulados constitucionales, en 
particular, al respeto de los derechos fundamentales de las víctimas a la verdad, a 
la justicia y a la reparación integral. La Corte que en materia de grave criminalidad, 
afirma que es al Estado a quien le compete la investigación, juzgamiento y 
garantías de acceso, restablecimiento y satisfacción de los derechos de las 
víctimas, así como de no repetición con miras a erradicar la impunidad. 
 
En cuanto al principio de legalidad como límite constitucional ha señalado las 
casuales de aplicabilidad del principio de oportunidad, pues se trata de establecer 
límites objetivos, claros y precisos a las facultades discrecionales de los 
funcionarios.  Así, se vulnera el derecho a la verdad, por cuanto la norma exige 
para el otorgamiento del beneficio solo la confesión de manera general, sin 
cualificarla y sin condicionarla a actos de cooperación que contribuyan al 
establecimiento. De igual forma vulnera el derecho a la justicia, ya que la norma 
condiciona la concesión del beneficio del principio de oportunidad a que se cumplan 
con unas condiciones, tales como acudir al proceso de restitución de tierras; 
confesar la ilegalidad de los títulos; confesar el despojo de las tierras; confesar la 
ilegalidad de los derechos reclamados en el proceso 
 
En consecuencia, la guardiana de la Constitución considera que el inciso 3 del 
artículo 120 de la Ley 1448 de 2011 incurre en un déficit de protección de los 
derechos humanos y de la dignidad humana, comoquiera que se omite relacionar 
dentro del catálogo de crímenes excluidos de la aplicación del principio de 
oportunidad las graves violaciones de derechos humanos.   
 
De igual modo establece que la causal contenida en el inciso 3º del artículo 120 de 
la Ley 1448 de 2011, para la aplicación del principio de oportunidad, es contraria a 
los artículos 1° y 93 de la Constitución, así como a los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, comoquiera se vulnera el orden 
justo, se renuncia al deber de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de 
graves delitos, se viola el principio de legalidad y no se excluyen de su aplicación 




El alcance normativo de esta disposición acusada es realmente gravoso y lesivo 
para los derechos de las personas que demanden la condición de víctima en los 
términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, y que incurran en vías de hecho 
como invadir, usar u ocupar un predio, respecto del cual pretendan la restitución o 
reubicación como medida reparatoria, sin que se haya resuelto su situación jurídica 
dentro del proceso de restitución de tierras despojadas y abandonadas 
forzosamente, ya que la norma prevé que la víctima perderá los beneficios 
establecidos en el Capítulo III del Título IV de la Ley 1448 de 2011. 
 
La Corte manifiesta que resulta necesario precisar que la decisión de 
inexequibilidad a adoptar, no implica que esté aprobando o no con las vías de 
hecho utilizadas por las víctimas.  
 
La Corte coincide con la posición de los demandantes, en lo referente a que la 
ocupación de un predio no es una razón para la pérdida de la calidad de víctima, ni 
de los derechos que de ella se derivan, y que dicha consecuencia jurídica de 
pérdida de la condición de víctimas y sus derechos es desproporcionada e 
injustificada. En este sentido, comparte el que la sanción impuesta por la norma 





Para el Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. respecto de la exequibilidad del 
artículo 28 de la Ley 1448 de 2011, el desalojo forzado se entiende incluido en el 
despojo, pues si se consulta la propia Ley, el parágrafo del artículo 60 de la misma 
señala que el despojo incluye el abandono forzado: “Para los efectos de la presente 
Ley, se entenderá que es víctima del desplazamiento forzado toda persona que se 
ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonando su localidad 
de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad 
física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran 
directamente amenazadas, con ocasión de las violaciones a las que se refiere el 
artículo 3° de la presente Ley”. 
 
Según el Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Si no se le otorga una 
protección adecuada a los desplazados éstos podrían verse presionados a 
arrendar sus inmuebles a precios irrisorios, al encontrarse en una situación de 
inferioridad en la contratación frente al titular de un proyecto agroindustrial, lo cual 
finalmente limitaría su derecho de dominio y además continuaría su 
desplazamiento. En este sentido, no es suficiente con la protección del juez que 
contempla en la norma para garantizar los derechos del campesino desplazado, 
pues además de su derecho a la propiedad se le debe garantizar su derecho 
fundamental a la vivienda, tal como ha señalado la Corte Constitucional.  
 
Existían suficientes argumentos para que la Corte Constitucional hubiera adoptado 
una decisión de fondo sobe la constitucionalidad del inciso segundo del artículo 99 
de la Ley 1448 de 2011, por cuanto la demanda respecto de este cargos con los 
requisitos de certeza, pertinencia, claridad y suficiencia. existían suficientes 
argumentos para que se hubiera adoptado una decisión de fondo acerca de la 
constitucionalidad anteriormente referenciada  
 
Magistrado Mauricio González Cuervo. Frente al condicionamiento de la 
exequibilidad del artículo 28.9 de la Ley 1448 de 2011, consideró que no hay 
omisión del legislador que justifique el condicionamiento, ya que el artículo 75 de 
la misma Ley, expresamente, reconoce el derecho a la restitución tanto de las 
víctimas de despojo como de las víctimas por abandono forzado del predio.  
 
Frente a la inexequibilidad del artículo 120.3 de la Ley 1448 de 2011, consideró que 
otorgar el principio de oportunidad a quienes confiesen la ilegalidad de los títulos 
relativos a tierras despojadas –no para miembros de grupos armados organizados 
como ilegales- con arreglo a la Constitución, no viola el artículo 230 de la Ley 
Fundamental. Por el contrario, este instrumento fue diseñado por el legislador como 
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instrumento de reparación efectiva de las víctimas y de contribución a la verdad. 
Por último, frente a la inexequibilidad del artículo 207 de la Ley 1448 de 2011, 
considero que la sanción de pérdida de derechos de restitución por invasión, uso u 
ocupación de predios en proceso de restituir, no viola el derecho a la justicia de las 
víctimas, bajo el entendimiento de que lo que se pierde es el derecho a la restitución 
del bien invadido y, en modo alguno, los derechos de restitución en equivalencia o 
por compensación, y menos la condición de víctima.  
 
Para la Magistrada María Victoria Calle Correa los cargos contra el inciso segundo 
del artículo 99 de la Ley 1448 de 2011 no cumplían con los requisitos de certeza, 
claridad, pertinencia y suficiencia, por lo cual se configuraba el fenómeno de 
ineptitud sustantiva de la demanda, dado que ésta no logró identificar plenamente 
el contenido y alcance normativo de dicho aparte ni consolidar verdaderos cargos 
de inconstitucionalidad.  
 
Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. En este caso se 
circunscribe a la posición adoptada por la mayoría respecto a la 
declaratoria de inexequibi lidad del artículo 120, inciso 3o de la norma 
acusada que señala: "Quienes acudan al proceso y confiesen la ilegalidad de los 
títulos o el despojo de las tierras o de los derechos reclamados en el proceso se 
harán beneficiarios al principio de oportunidad previsto en el Código de 
Procedimiento Penal”. A juicio del magistrado, este debió declarase exequible 
de manera condicionada, a efectos de que el mencionado principio de 
oportunidad pudiera aplicarse solo a aquellas personas que tuviesen una 
participación menor en los procesos de despojos, así, quedarían excluidos 
de la aplicación de ese beneficio quienes, con su comportamiento 
antijurídico, constituyan violaciones a las normas del derecho 
internacional humanitario, delitos de lesa humanidad, crímenes de guerra, 
genocidios, o de las que hayan sido víctimas los menores de edad, es 
claro que el principio de oportunidad tiene un fin constitucional, de 
acuerdo a lo preceptuado en el artículo 120 del Estatuto Superior.  
 
 
Sentencia C-694 de 2015 
MP. Alberto Rojas Ríos 
Norma 
Demandada 
Ley 1592 de 2012  
Subregla de 
Derecho 
La Corte, luego de un extenso examen de cada cargo de forma individual y 
concatenándolo con jurisprudencia precedente, determinó que la mayoría de las 
normas acusadas se encuentran conforme a la Constitución y por ende no 
prosperan los cargos. En la mayoría de las acusaciones encontró que fueron objeto 
de censura anterior y por tanto se debe estar a lo resuelto en sentencia 370 de 
2006. 
 
En cuanto a los demás cargos, la Corte decide declarar la exequibilidad en razón a 
que, a su juicio, no vulneran la Constitución ni las normas de DDHH ni DIH. 
Únicamente encontró la Corte que se configuro inconstitucionalidad en los cargos 




Magistrada. María Victoria Calle Correa.  
 
Disiente de la determinación tomada respecto de los siguientes cuatro preceptos: 
el numeral 3º del artículo 5º, el parágrafo del artículo 18, y los artículos 30 y el 31 
(parcial) de la Ley 1592 de 2012. Expone las razones de su discrepancia así:   
 
El artículo 5º numeral 3 de la Ley debió ser objeto de un condicionamiento. Como 
sostuvieron los actores, la norma no contempla como causal de exclusión de los 
beneficios de justicia y paz, que el aspirante al favorecimiento legal denuncie, 
ofrezca o entregue solo bienes sin vocación reparadora.  Debía condicionarse la 
exequibilidad de la norma a que la exclusión de los beneficios de justicia y paz 
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opere, sin perjuicio de la obligación que tiene el Estado de investigar y sancionar el 
fraude a la justicia, con arreglo a las normas penales sobre la materia.  
 
El artículo 18 parágrafo ha debido igualmente condicionarse, toda vez que admite 
la terminación anticipada del proceso sin exigirle al postulado que, más allá de 
reconocer llanamente su responsabilidad, haga un aporte al esclarecimiento de lo 
que ocurrió, y defina cuál fue específicamente su papel en el marco de la macro 
criminalidad.  
 
El artículo 30 inciso 2 debía, por su parte, declararse inexequible. Si bien la 
restitución jurídica y material de tierras se pueda voluntariamente llevar a cabo 
mediante el proceso previsto en la Ley 1448 de 2011, discrepo de la 
constitucionalidad de la prohibición absoluta para la jurisdicción de justicia y paz de 
decretar una restitución directa de tierras.  
 
La Corte ha debido inhibirse en lo que atañe al artículo 31 (parcial) de la Ley. La 
norma dice qué debe hacerse cuando un postulado a justicia y paz ha sido 
extraditado, con el fin de garantizar su contribución a la justicia, la verdad y la 
reparación. Es decir, parte del supuesto de que el postulado ya ha sido extraditado, 
y trata de responder la pregunta de qué debe hacerse en esa hipótesis para facilitar 
su contribución a la verdad, la justicia y la reparación. La acción pública y la mayoría 
de la Sala sostienen, sin embargo, que la norma permite la extradición de 
postulados de justicia y paz, aun cuando en realidad no estatuye ni un permiso, ni 
una orden, ni una prohibición de extraditarlos. Por lo cual, el cargo era incierto.    
 
Comparte que la restitución jurídica y material de tierras se pueda voluntariamente 
llevar a cabo mediante el proceso previsto en la Ley 1448 de 2011, discrepa de la 
constitucionalidad de la prohibición absoluta para la jurisdicción de justicia y paz de 
decretar una restitución directa de tierras.  
 
La Corte ha debido inhibirse en lo que atañe al artículo 31 (parcial) de la Ley. La 
norma dice qué debe hacerse cuando un postulado a justicia y paz ha sido 
extraditado, con el fin de garantizar su contribución a la justicia, la verdad y la 
reparación. Es decir, parte del supuesto de que el postulado ya ha sido extraditado, 
y trata de responder la pregunta de qué debe hacerse en esa hipótesis para facilitar 
su contribución a la verdad, la justicia y la reparación. La acción pública y la mayoría 
de la Sala Plena sostienen, sin embargo, que la norma permite la extradición de 
postulados de justicia y paz, aun cuando en realidad no estatuye ni un permiso, ni 
una orden, ni una prohibición de extraditarlos. Por lo cual, el cargo era incierto.    
 
 
Sentencia C-579 de 2013 
MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
Norma 
Demandada 
ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2012 (Julio 31) 
Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia 




Para la Corte se debe respetar lo plasmado en la Constitución, al aplicar el Acto 
Legislativo 1 de 2012, en el entendido de la transparencia que se debe observar en 
los procesos de selección y priorización; que la investigación debe ser seria, 
imparcial, efectiva, y cumplida en un plazo razonable, la oportunidad de la existencia 
de un recurso para impugnar la decisión, el derecho a la verdad, a la reparación 
integral y a conocer dónde se encuentran los restos de sus familiares. 
  
Además se debe tener en cuenta que para la terminación del conflicto armado se 
deben cumplir todas las condiciones, sin perjuicio del deber de investigar y 
sancionar todas las violaciones a los DDHH y al DIH, la aplicación de los 
instrumentos de justicia transicional derivados del marco jurídico para la paz.  
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Por último, la Corte considera que no se debe olvidar que el objetivo principal de la 
Ley de Justicia y paz so los derechos a la verdad, la justicia, la reparación y la 
garantía de no repetición. La observancia de todos los criterios anteriores 





Magistrado. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 
Para el Magistrado, La definición de “máximos responsables”, tratándose de graves 
violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, en 
modo alguno, podría excluir, entre otros, a los determinadores y perpetradores 
identificados, ni a los artífices directos de la materialización de conductas ilícitas, ni 
a quienes prestaron su concurso efectivo en su planeación y consumación, quienes 
inequívocamente están comprendidos dentro de la aludida expresión.  
 
En particular, esa Ley Estatutaria debe tener en cuenta que la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional establece que el Estado en modo alguno puede renunciar a su 
“deber general de investigar y sancionar las graves violaciones de los derechos 
humanos y al DIH”,  ni aún en el marco de la justicia transicional, lo que proscribe 
la posibilidad de que en relación con esos delitos haya selección de procesos para 
renunciar a la investigación o persecución judicial y a la suspensión total de la pena.  
 
Existe en Colombia un deber constitucional de investigar, juzgar y sancionar las 
violaciones graves a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. 
La implementación de la justicia transicional no permite declinar el deber de 
investigar, juzgar y sancionar las violaciones graves a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario. Visto con ese enfoque el artículo 1, inciso 4, del 
Acto Legislativo enjuiciado, es por lo que considero que no desconoce el eje axial 
de la Constitución de 1991 según el cual el respeto y la garantía de los derechos, 
en especial, de los fundamentales, de todos los ciudadanos, y en particular de todas 
las víctimas de esas violaciones, es la razón de ser del Estado Social de Derecho, 
motivo por el cual Este tiene el deber de protegerlos y de proveer los medios para 
su resarcimiento pleno con sanción de los responsables, mediante la impartición de 
una justicia efectiva. 
 
Magistrado. Jorge Iván Palacio Palacio  
El modelo constitucional colombiano está fundamentado en los derechos de las 
víctimas, mientras que la investigación penal y el juzgamiento son instrumentos para 
desarrollar tales garantías constitucionales fundamentales. Entonces, lo que define 
la identidad de la Carta Política no es este medio, sino el fin al que sirve, que para 
el caso examinado no fue reemplazado por otro opuesto, sino que se empleó como 
herramienta para asegurar su plena vigencia.  
 
Finalmente, la mayoría de la Sala Plena consideró necesario fijar algunos 
parámetros de interpretación del Acto Legislativo para que fueran observados por 
el Congreso al momento de proferir la respectiva Ley estatutaria. Estimó que 
aspectos como la exclusión de la suspensión de la ejecución de la pena para los 
condenados como máximos responsables de los delitos de lesa humanidad, el 
genocidio y los crímenes de guerra cometidos de manera sistemática, es una 
decisión cuya definición le corresponde específicamente a la Ley estatutaria, en 
virtud del principio democrático, lo que implica que es el legislador el llamado a 
establecer los instrumentos que permitan conciliar las eventuales tensiones 
surgidas a partir del modelo de justicia transicional adoptado. 
 
Magistrados. María Victoria Calle Correa, Alberto Rojas Ríos y  Luis Ernesto Vargas 
Silva 
El Congreso de la República no sustituyó el orden constitucional vigente al 
concederle al legislador estatutario la competencia para establecer, criterios de 
selección y autorizar la renuncia condicionada a la persecución penal de todos los 
casos no seleccionados. Asignarle una competencia de esa naturaleza al legislador 
estatutario no implica una sustitución del orden constitucional vigente, o de uno de 
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los ejes definitorios de su identidad; no conlleva, de parte del Congreso, una 
trasgresión de los límites al poder de reforma.  
 
La pregunta que debía hacerse la Corte ante el cargo de sustitución en este caso 
no era si la reforma contradice obligaciones contraídas en tratados internacionales, 
sino si sustituía un eje definitorio de la identidad de la Carta. Sostener que la reforma 
constitucional es inválida por entrar en tensión con tratados internacionales, sin 
mostrar por qué estos forman parte del bloque, no sólo es desfigurar el juicio de 
sustitución, sino además conferirles a las Leyes aprobatorias de tratados un estatus 
supraconstitucional, y aparte desconocer que la Corte carece de competencia para 
controlar las reformas por vicios de contenido material, lo cual habría supuesto un 
cambio radical de jurisprudencia que la Sala no introdujo. Aclaran entonces que el 
uso aislado de algunos vocablos más propios de un juicio de violación que de uno 
de sustitución, no puede ser leído e interpretado sino de conformidad con la 
jurisprudencia constitucional sobre los límites de competencia al poder de reforma, 
y con el fin preciso de armonizar la terminología y los conceptos; no con el de 
introducir distinciones inexistentes, que la Corte no ha hecho, en su jurisprudencia.  
 
El Acto Legislativo no sustituye el eje definitorio de la identidad de la Constitución 
invocado por los ciudadanos. Estamos de acuerdo con que en este caso estaba de 
por medio un elemento definitorio de la identidad de la Constitución. La diferencia 
para los magistrados in cito es el énfasis en este caso debía hacerse en el deber de 
garantía de esos derechos y no en la persecución penal de los responsables de 
graves violaciones a los mismos y al derecho internacional humanitario. Lo que se 
establece es que ese derecho puede adquirir una connotación distinta en el marco 
de un conjunto de medidas de justicia transicional.  
 
Finalmente, es necesario resaltar que el Acto Legislativo del marco para la paz se 
inserta en una Constitución democrática. Por lo mismo, en concordancia con el 
artículo 66 transitorio de la Constitución, el desarrollo de algunos de los puntos 
abordados de paso en la presente sentencia, corresponde en primera instancia al 
legislador estatutario 
  
Magistrado. Mauricio González Cuervo 
La Corte debía ser concordante con sus decisiones anteriores, con las decisiones 
en el marco del sistema interamericano y con el orden jurídico internacional, sin que 
ello implicara dificultar la consecución del altísimo e importante propósito de la paz 
de Colombia. Así, y como lo reconoce el propio Acto Legislativo analizado en la 
sentencia debía haberse realizado el juicio de constitucionalidad. Esto conduce a 
que las soluciones de justicia transicional útiles para la realización de la paz, se 
diseñen teniendo en cuenta esta restricción ineludible de lucha contra la impunidad, 
lo cual, lejos de representar un obstáculo, significa la realización de un presupuesto 
forzoso de la convivencia pacífica con justicia y humanidad. 
 
En este punto, debe resaltarse que la Corte Constitucional reconoció que uno de 
los límites a la soberanía que se impuso el Estado Colombiano al suscribir el 
Tratado de Roma –limitación compatible con la Constitución-, consiste 
precisamente en renunciar a una discrecionalidad absoluta en materia de potestad 
sancionatoria penal y de procedimiento de investigación de delitos graves conforme 
al derecho internacional, pues la regulación en estos frentes  debe atenerse a los 
contenidos del derecho internacional de los derechos humanos, el derecho 
internacional humanitario, y por supuesto, las normas de ius cogens que resulten 
aplicables.  
 
Así, de acuerdo con la interpretación normativa realizada en la Sentencia C-578 de 
2002 frente al Tratado de Roma, resulta perfectamente oponible a una reforma 
constitucional –que se realiza en desarrollo del poder constituyente en cabeza del 
Congreso de la República-, el orden jurídico internacional, en sus mandatos 
relativos a la obligación irrenunciable de investigar, juzgar y sancionar delitos graves 
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conforme al derecho internacional, encaminado a la proscripción de la impunidad 
en estas materias.  
 
En consecuencia, la Corte Constitucional ha debido evitar que se introdujera al 
orden jurídico nacional una norma de rango constitucional que admite la omisión 
deberes imperativos relacionados con la lucha contra la impunidad frente a las 
graves violaciones de derechos humanos, crímenes de lesa humanidad, genocidio 
y crímenes de guerra, situación que a todas luces representa un exceso en el 
ejercicio de la competencia a cargo del constituyente. La razón de la decisión 
consistiría en la violación de un parámetro normativo internacional de control de la 
validez de las Leyes y las reformas constitucionales. Por las anteriores 
circunstancias se resalta la necesidad de compatibilizar el orden interno con los 
imperativos derivados del derecho internacional en torno a la proscripción de la 
impunidad frente a las graves violaciones de derechos humanos, los crímenes de 
lesa humanidad, el genocidio y los crímenes de guerra, obligación que persiste en 
cabeza de nuestro Estado a pesar de la declaratoria de exequibilidad de la reforma 
constitucional analizada en la sentencia de la que me aparto. 
 
 
Sentencia C-171 de 2017 
MP. Iván Humberto Escrucería Mayolo 
Norma 
Demandada 
Resolución 339 de 2012 “Acuerdo General para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera” 
Subregla de 
Derecho 
Para la Corte, la demanda no cumple con las condiciones y requisitos exigidos por 
la Constitución, la Ley y la jurisprudencia para que se pueda emitir un 
pronunciamiento de fondo. Tampoco plantea una confrontación entre un contenido 
normativo con fuerza material de Ley y preceptos constitucionales específicos. Sus 
concepciones son hipotéticas y subjetivas  
 
No cumple la carga de exponer adecuadamente el concepto de violación de la 
Constitución. La demanda carece de la certeza y suficiencia. La Corte no tiene 




Magistrado (E) Iván Humberto Escrucería Mayolo aclara el voto en consideración 
Considero que en virtud del principio pro actione la Corte ha debido avanzar en 
determinar el valor normativo del acuerdo de paz a la luz del Derecho Internacional 
Humanitario y no solo limitarse a replicar la sentencia C-379 de 2016, que no 
examinó los acuerdos especiales humanitarios de conformidad con el Protocolo II 
adicional y el artículo 3o común a los Convenios de Ginebra. 
 
Sentencia C-309 de 2017 
MP. Hernán Correa Cardozo 
Norma 
Demandada 
DECRETO 1391 DE 2016 
Por el cual se convoca a un plebiscito y se dictan otras disposiciones 
Subregla de 
Derecho 
La sala no encontró sustento jurídico y/o jurisprudencial que justifique que el 
acuerdo demandado debiera ser traducido a todas las lenguas, o al lenguaje braille, 
por lo que declara la exequibilidad del Decreto 1391 de 2016 
 
 
Sentencia C-332 de 2017 
MP. Antonio José Lizarazo Ocampo 
Norma 
Demandada 
Acto Legislativo 01 del 7 de julio de 2016  
por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y 
asegurar la  implementación y el desarrollo normativo del acuerdo final para 
la  
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera 
Subregla de 
Derecho 
La Corte inicia asumiendo la competencia para conocer de las acusaciones sobre 
las cuales no observa que se produzcan los fenómenos de cosa juzgada, 
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sustracción material e ineptitud de la demanda. 
 
Afirma que se halla obligada a estarse a lo resuelto en decisión anterior sobre el 
cargo general presentado en contra del artículo 1º y, además, en lo atinente a la 
censura formulada en contra del artículo 2º. 
 
Sobre los cargos de los literales h) y j) del artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2016, 
afirma que son inconstitucionales por sustitución de la Constitución. 
 
A su vez afirma que el legislativo debe conservar su competencia para introducir 




MAGISTRADO. ALBERTO ROJAS RÍOS  
Considera que la introducción de un test de razonabilidad enriquece y dota de una 
mayor fuerza argumentativa y legitimidad al ejercicio del control judicial sobre los 
vicios de competencia. Así la doctrina de la autocontención judicial se orienta a 
limitar el grado de subjetivismo que puede acompañar las decisiones de los jueces 
respecto a la extensión de sus ámbitos competenciales.  
 
En conclusión: en materia de reformas constitucionales que versen sobre 
instrumentos transicionales, el juez constitucional debe acatar el principio de la 
autocontención. De allí que su intervención se torne realmente excepcional. 
 
Para el magistrado Rojas Ríos el instrumento transicional consistente en contar con 
un aval previo del Gobierno Nacional, la cual no es ajena al constitucionalismo 
colombiano, si bien configura una medida que impone ciertas restricciones 
transitorias a determinados contenidos de un eje definitorio de la Constitución de 
1991 - como lo es la separación de poderes- , también lo es que logra superar con 
creces un test de razonabilidad. 
 
El instrumento de las objeciones presidenciales no resulta adecuado para preservar 
el texto del Acuerdo Final y asegurar su implementación. Aunado a lo anterior, la 
figura del aval no es ajena a la tradición jurídica colombiana, ni mucho menos al 
texto de la actual Constitución de 1991. 
 
En este orden de ideas, la votación en bloque de proyectos de Ley configura una 
modalidad regulada por el derecho parlamentario nacional. Se trata, de 
instrumentos de justicia transicional sin vocación de permanencia, limitados 
temática y temporalmente, que de manera alguna le impiden al Congreso de 
República deliberar y decidir sobre los contenidos de las normas de 
implementación del Acuerdo Final. De allí que no se cumplan las condiciones de 
procedencia del test de sustitución, y en consecuencia, procedía una declaratoria 
de exequibilidad. 
 
Magistrado. Antonio José Lizarazo Ocampo 
 
Discrepa de la teoría de la “sustitución de la constitución” que la Corte Constitucional 
aplica para examinar la constitucionalidad de las reformas adoptadas por el 
Congreso en ejercicio del poder de reforma que la Constitución le atribuye. 
Considera que ninguna disposición constitucional limita la competencia del 
Congreso para adoptar un procedimiento especial de trámite legislativo y menos 
cuando su objeto es garantizar -en forma excepcional y temporal-, la 
implementación de un acuerdo de paz, uno de los fines esenciales del Estado.  
 
El procedimiento especial de trámite legislativo no sustituye el principio de 
separación de poderes, pues el Congreso conserva su competencia para deliberar 
sobre las propuestas de reforma presentadas por el Gobierno, así como para 
aprobarlas o improbarlas mediante reglas especiales, que si bien restringen tales 
competencias, no las derogan ni las suspenden, ni impiden la utilización de los 
procedimientos ordinarios de reforma, los cuales se encuentran vigentes, incluso la 
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iniciativa de los Congresistas en estas materias mediante tales procedimientos 
ordinarios.  
 
La exigencia del aval del Gobierno no impide la deliberación ni la capacidad 
decisoria del Congreso, pues una cosa es el examen y el debate de las propuestas 
presentadas por el Gobierno, otra la posibilidad de introducirles modificaciones y 
otra, muy distinta, su votación. La restricción en materia de modificaciones no 
impide la más amplia deliberación ni la capacidad del Congreso para aprobar o 
negar las reformas propuestas. 
 
Hace énfasis en que esta decisión banalizó el juicio de sustitución al punto de haber 
producido “una sustitución de la teoría de la sustitución”, cuyos rasgos 
característicos no se alcanzan a reconocer en la argumentación del sector 
mayoritario, dado que su razonamiento desbordó la competencia de la Corte 
llevándola a examinar el contenido material de las disposiciones demandadas y a 
concluir, erróneamente, que estos mecanismos impiden el ejercicio pleno de la 
función legislativa, sobre asuntos que pueden implicar una reforma estructural del 
Estado por la variedad de materias que regula el Acuerdo Final y por el “grado 
relativamente amplio de indeterminación” con que se abordarían muchos de estos 
temas. Este examen material no le está permitido a la Corte. 
 
Magistrado. Alejandro Linares Cantillo  
En su criterio la Corte Constitucional ha debido declarar exequibles los literales h) y 
j) del artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2016 (“AL 01/16”) dado que durante su 
trámite en el Congreso no se evidenciaron vicios de procedimiento que afectaran 
sustancialmente el proceso de formación de la voluntad constituyente, conforme a 
lo establecido en el artículo 241.1 de la Constitución.  
 
La Corte, mediante la sentencia C-551 de 2003, introdujo la teoría del control de 
constitucionalidad por vicios de competencia como una modalidad de los vicios de 
procedimiento de los actos legislativos, que como tal, se encuentran sujetos al 
control establecido en el numeral 1º del artículo 241 de la Constitución.  
 
Igualmente, considera que (i) el juicio de sustitución de la Constitución puede 
resultar en un control material de los actos legislativos, para el cual la Corte 
Constitucional carece de competencia; (ii) la construcción del concepto de “eje 
definitorio” de la Constitución resulta problemático y nuevamente podría conllevar a 
que se desnaturalice el carácter jurídico del control de constitucionalidad; (iii) la 
metodología de aplicación del mencionado “juicio de sustitución” puede incurrir en 
la falacia de petición de principio; y (iv) la aplicación de dicho juicio puede conllevar 
a la petrificación del sistema constitucional.  
 
En efecto, resulta al menos paradójico que la Corte haga un llamado a la 
“autorestricción judicial” y a renglón seguido proceda a adelantar el juicio de 
sustitución que puede resultar en la negación misma de este principio. En tal 
medida, siguiendo los límites formales impuestos por el constituyente de 1991, el 
legislador se encuentra habilitado para incluir cambios sustanciales a la 
Constitución.  
 
En el presente caso la Corte no solo aplicó una teoría que discierne completamente 
de lo manifestado por su jurisprudencia, sino que lo hizo de tal forma que 
desconoció las reglas que definen el alcance del control constitucional para evaluar 
los supuestos límites competenciales a las reformas constitucionales que han sido 






Sentencia C-469 de 2017 
MP. Cristina Pardo Schlesinger 
Norma 
Demandada 
DECRETO LEY 831 DEL 18 DE MAYO DE 2017 
Por medio del cual se crea la visa de Residente Especial de Paz 
Subregla de 
Derecho 
Para la Corte la Visa Residente Especial es un instrumento jurídico habilitante de la 
justicia transicional. Permite su sometimiento a un régimen legal especial, como una 
manifestación de sus prerrogativas al juez natural y al acceso a la administración 
de justicia.  
 
Se constituye en un instrumento de cardinal importancia para la satisfacción de los 
derechos de las víctimas del conflicto armado y por tanto, de la implementación del 
Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición.  
 
En cuanto a la constitucionalidad material de las disposiciones del Decreto Ley 831 





Magistrada. Cristina Pardo Schlesinger 
Pese a estar de acuerdo con la decisión tomada por la sentencia C-469 de 2017, 
aclaro mi voto, por considerar que la exigencia del requisito de estricta necesidad o 
“competencia material del ejecutivo” -tal como la Sala Plena de la Corporación lo 
exigió al Decreto Ley 831 de 2017-, carece de fundamento constitucional, en 
particular porque desnaturaliza las competencias del ejecutivo en el marco del Acto 
Legislativo 1 de 2016 y desatiende la importancia que tiene la rapidez en la 
implementación del Acuerdo Final para la paz. 
Evidentemente la decisión excede aquello establecido por la sentencia C-699 de 
2016, donde lo único que se exigía, además de la conexidad, era que el uso de las 
competencias se dé “en circunstancias excepcionales, pues las facultades son 
precisamente extraordinarias, lo cual supone que sea necesario usarlas en vez de 
acudir al trámite legislativo ante el Congreso.” 
 
 
1.5.11 Sentencia fundadora de línea  
Las sentencias fundadoras de línea, son aquellos fallos  proferidos en el 
período de actividad inicial de la Corte. En estas primeras sentencias de tutela 
o de constitucionalidad, la Corte aprovecha para hacer amplias 
interpretaciones de derechos e instituciones constitucionales. Ciertamente, se 
caracterizan por tener un desarrollo doctrinal amplio, con recuento histórico y 
de derecho comparado.33 
 
 
Conforme a la relevancia del tema de estudio, la Corte ha emitido importantes 
pronunciamientos en cuanto a justicia transicional, y es por esa razón, que con 
la entrada en vigencia de la Ley 975 de 2005 conocida como Ley de Víctimas, 
se destaca la sentencia C-370 de 2006, por cuanto en ella se realizó especial 
énfasis de protección respecto a las víctimas del conflicto armado en Colombia 
y el reconocimiento de los derechos que como tal tienen. La sentencia en 
mención desarrolló los derechos a la verdad, a la justicia, a la reparación y a 
la garantía de no repetición de conformidad con los principios de la 
Constitución, y del derecho internacional. En esta decisión se declara 
exequible la Ley 975 de 2005, excepto algunas expresiones que fueron 
                                                          
33LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. El Derecho de los Jueces. (2006, p.164) 
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declaradas inexequibles y sobre otros cargos la Corte se declaró inhibida para 
fallar por vicios de fondo. Otra sentencia considerada como fundadora de línea 
es la C-715 de 2012, en la cual la Corte analizó la constitucionalidad de Ley 
1448 de 2011, conocida como Ley de víctimas y restitución de tierras y que ha 
servido de base para numerosos pronunciamientos posteriores.  
 
 
1.5.12 Sentencia Consolidadora de Línea 
Una vez más se determina, luego del extenso análisis jurisprudencial que la 
sentencia fundamentadora, es la misma C-370 de 2006, toda vez que marca 
el racero sobre el cual la Corte Constitucional se pronunció en demandas 
posteriores.  En este sentido, se puede entender que las sentencias hito 
analizadas son todas ellas consolidadoras de la posición inicialmente asumida 
y, en las restantes sentencias analizadas, la Corte, reconceptualizó. 
 
 
1.5.13 Sentencia Modificadora de Línea 
Con base en lo antes dicho, se puede enfatizar, que por el hecho de que cada 
sentencia hito, trata sobre el mismo tema a pesar de estudiar normas 
diferentes, no se modifica la posición asumida en ellas, pues en todas ellas, la 
Corte mantiene sus posiciones respecto de las víctimas y sus derechos. 
 
 
1.5.14 Sentencia Reconceptualizadoras.  
En ese orden de ideas, y por tratarse de un mismo tema de estudio acotado 
en diferentes normas emitidas a partir del año 2005, es apenas obvio que el 
alto Tribunal haya mantenido su postura en varios fallos.  Por ello se han 
presentado reconceptualizaciones importantes, en el entendido de ampliar los 
criterios de evaluación de las demandas de inconstitucionalidad, que buscan 
mantener dichos precedentes, sentando estas posturas en sentencias como 
la C-575-2006, C-719-2006, C-080-2007 y la C-1199-2008, decisiones 
emitidas a partir de demandas contra la Ley 975 de 2005;  
 
 
Las sentencias C-052-2012, C-250-2012, C-253A-2012, C-781-2012, entre 
otras, emitidas conforme a demandas contra la Ley 1448 de 2011, las 
sentencias C-015-2014, C-180-2014, C-286-2014, entre otras que 
demandaron la exequibilidad de la Ley 1592 de 2012 y demás sentencias 
analizadas, todas ellas de gran importancia para el presente trabajo.  
 
 
1.5.15 Sentencia Dominante.  
Por la importancia del tema en cuestión, y la variedad de normas a estudiar, 
se determina que son varias las sentencias dominantes, pues como ya se dijo, 
cada una de ellas, se refiere a momentos jurídicos disimiles y fueron proferidas 
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1.5.16 Sentencias No Importantes 
De las sentencias de constitucionalidad estudiadas con el propósito de formar 
la línea, como ya se dijo, no todas revisten la misma importancia, esto en razón 
a que muchas de ellas reafirman posturas y conceptos o confirman principios, 
previamente analizados por la Corporación. 
 
 
1.5.17 Gráfica de la Línea Jurisprudencial 
 
Grafica 4. Línea Jurisprudencial 
 
 
1.5.18 Análisis de la Línea 
Del amplio análisis realizado, se puede concluir que se está en presencia de 
una línea jurisprudencial de “balance constitucional”, toda vez que la Corte en 
sus pronunciamientos ha mantenido su postura clara y enfática respecto de 
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Se observó que la Corte Constitucional se mantuvo firme a sus propios 
pronunciamientos previos, respetando el precedente jurisprudencial, a pesar 
de que las sentencias referidas fueran contra normas emitidas en diferentes 
tiempos, el escenario fue el mismo. En conclusión la Corte al mantener sus 
decisiones, garantizo el cumplimiento de las normas a favor de las víctimas y 
deja claro que la justicia transicional en ellas contenida, es un modelo de 
aplicación temporal y, precisamente por eso, se debe mantener el respeto y 
garantía a los derechos a la verdad, justicia, reparación y no repetición. 
 
 
1.5.19 Aspectos a Resaltar  
Para estructurar la línea jurisprudencial sobre justicia transicional en Colombia 
y las funciones que esta, y la Jurisdicción Especial para la Paz deben cumplir, 
las sentencias analizadas ofrecieron un amplio panorama de conceptos y 
extensos pronunciamientos, fundamentales para el entendimiento del tema. 
Dentro de la gama de jurisprudencia utilizada para la conformación de la 
presente línea, es de resaltar la sentencia C-370 de 2006, en la cual se decide 
la demanda de constitucionalidad de la Ley 975 de 2005, pues se constituye 
en la base conceptual en la que la Corte se fundó para pronunciamientos 
posteriores, precisamente por su riqueza argumentativa e interpretativa.   
 
 
De igual forma se resalta la sentencia C-715 de 2012, en la cual la Corte 
analizó la constitucionalidad de Ley 1448 de 2011, conocida como Ley de 
víctimas y restitución de tierras, en razón a que, además de los conceptos 
anteriormente expuestos, la Corte debió centrarse aún más en los 
mecanismos creados para efectivizar la observancia de los derechos de las 
víctimas y el cumplimiento de la Relación Integral y la Garantía de no 
repetición, a la luz de las normas nacionales e internacionales.   
 
 
Es menester agregar que, por ser el presente trabajo principalmente un 
análisis de la justicia transicional desde la postura de la Corte Constitucional, 
investigación que se estructuró a partir de la línea jurisprudencial con base en 
sentencias, resultado de demandas de inconstitucionalidad desde el año 2005 
a marzo de 2018, no se incluyen las últimas sentencias de la Corte 
relacionados por no haber sido publicadas, sin embargo, se analizaron los 
comunicados 55 del 14 de noviembre 2017 que trata el Acto Legislativo 01 de 
2017, la sentencia  C-007 de 2018 que revisó la Ley 1820 de 2016, “Por medio 
de la cual se dictan disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos 
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penales especiales” y la sentencia C-017 de 2018 que regula la comisión de 
esclarecimiento de la verdad.  
 
 
En el comunicado 55 de 2017, la Corte se refiere a la revisión constitucional 
del Acto Legislativo 01 de 2017 “Por medio del cual se crea un título de 
disposiciones transitorias de la Constitución para la terminación del conflicto 
armado y la construcción de una paz establece y duradera y se dictan otras 
disposiciones” a través de la Sentencia C-674/17 de Noviembre 14 de 2017, 
la Corte declaro la exequiblidad del Acto Legislativo 01 de 2017, con excepción 




Inicialmente, la Corte advirtió que en el proceso de formación del Acto 
Legislativo 01 de 2017, se cumplió con la totalidad de los requisitos previstos 
en la Constitución Política, en el Acto Legislativo 01 de 2016 y en el 
Reglamento del Congreso para una iniciativa de esta naturaleza. La Corte 
determinó, sin embargo, que el inciso segundo del artículo 9º debía declararse 




Por su parte, de la revisión normativa realizada por la Corte a la Ley 1820 de 
2016 por medio de la sentencia C-007/18, Corte declaró la exequiblidad de la 
                                                          
34  El inciso sexto del artículo transitorio 5º del artículo 1º. - La expresión “remisión que se 
efectuará en el momento que se considere adecuado por la JEP, después de haber realizado 
las verificaciones pertinentes”, contenida en el parágrafo 1º del artículo transitorio 5º del 
artículo 1º. - La expresión “Cuando se requiera la intervención de los juristas extranjeros, éstos 
participarán en los debates de la Sección en la que se hubiera requerido su intervención, en 
las mismas condiciones que los magistrados, pero sin derecho de voto”, contenida en el inciso 
2º del artículo transitorio 7º del artículo 1º. - La expresión “Cuando se requiera la intervención 
de los juristas extranjeros, éstos participarán en los debates de la Sala en la que hubiera 
requerido su intervención, en las mismas condiciones que los magistrados, pero sin derecho 
de voto”, contenida en el inciso 3º del artículo transitorio 7º del artículo 1º. - La expresión “de 
conformidad con las siguientes reglas:”, contenida en el inciso 3º del artículo transitorio 8º del 
artículo 1º. - El inciso 4º del artículo transitorio 8º del artículo 1º. - El inciso 5º del artículo 
transitorio 8º del artículo 1º, con excepción de la expresión “Las sentencias de revisión serán 
proferidas por la Sala Plena de la Corte Constitucional”, que se declara EXEQUIBLE. - El 
artículo transitorio 9º del artículo 1º. las expresiones “a solicitud de alguno de los magistrados 
de la sección que conozca del caso” y “que el magistrado establezca”, contenidas en el inciso 
2º del artículo transitorio 12º del artículo 1º. - La expresión “Una comisión integrada por un 
magistrado de cada sala y un magistrado de cada Sección del Tribunal para la Paz que será 
elegida conforme al reglamento de la JEP, adoptará las medidas disciplinarias que 
correspondan conforme a la ley.”, contenida en el primer inciso del artículo transitorio 14º del 
artículo 1º. - Los incisos 2º y 3º del artículo transitorio 16º del artículo 1º 
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Destacó la Corte, entre otras cosas, que en virtud del complejo de normas 
constitucionales relevantes (que incluyen los artículos 150 numeral 17, 66 
transitorio y el Acto Legislativo 01 de 2016), se concluía que el procedimiento 
que debía dársele a la previsión de tratamientos diferenciados en materia 
penal podía ser el establecido por el artículo 150 numeral 17 de la Constitución, 
que fue el trámite finalmente escogido por el Gobierno Nacional y el Congreso 
de la República para el procedimiento de formación de la Ley 1820 de 2016.  
 
 
La Corte Constitucional igualmente consideró que la Ley 1820 de 2016 surge 
como concreción de una obligación genérica de propiciar la amnistía más 
amplia posible (art. 6.5 del Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra 
de 1949) y, en consecuencia, tiene carácter general, razón por la cual no era 




Asimismo, la Corte puntualizó que las conductas de reclutamiento forzado 
cometidas hasta el 25 de junio de 2005 no son amnistiables ni objeto de 
indultos o renuncia a la persecución penal si el sujeto pasivo es una persona 
menor de 15 años de edad; a partir de ese momento, no lo eran aquellas en 
las que el sujeto pasivo es una persona menor de 18 años. Esta interpretación 
debía tenerse en cuenta para efectos de definir las conductas excluidas de la 
amnistía y de la renuncia a la persecución penal. 
 
 
El Magistrado Antonio José Lizarazo Ocampo salvó parcialmente su voto en 
relación con los condicionamientos introducidos a los artículos 14, 33, 34, 35, 
50 y 55 de la Ley 1820 de 2016. Para el Magistrado Lizarazo, los 
condicionamientos introducidos por la Corte no plantean, en principio, ningún 
problema de constitucionalidad, en cuanto coinciden en general con los 
establecidos en el Acuerdo Final y en la ley objeto de revisión, si no fuera 
porque le imponen a los amnistiados de iure el mismo régimen de 
condicionalidades previsto para los responsables de delitos no amnistiables. 
 
 
Por su parte, el Magistrado Alberto Rojas Ríos formuló aclaración de voto en 
relación con la determinación del parámetro para ejercer el control de 
constitucionalidad de la Ley 1820 de 2016, pues a su modo de ver, pasaba por 
realizar una lectura sistemática y teleológica de textos normativos como: el 
Acuerdo Final (acuerdo especial en los términos del artículo 3 Común a los 
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Cuatro Convenios de Ginebra), el Protocolo II de Ginebra de 1977, el Estatuto 
de Roma y tres reformas constitucionales citadas. Para el magistrado, la Corte 
debió realizar un ejercicio de armonización entre el derecho constitucional 
colombiano y el derecho internacional público. 
 
 
El Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez aclaró su voto en relación con la 
decisión de exequibilidad del artículo 1 de la Ley objeto de revisión, relativo a 
la refrendación popular del Acuerdo Final, en la medida en que, en su 
momento, salvó el voto en la decisión de la Corte sobre este tema, en la 
Sentencia C-699 de 2016, y posteriormente lo aclaró en la Sentencia C-160 
de 2017. Manifestó que se reserva una aclaración sobre las remisiones que 
en la Ley 1820 de 2016 se hacen al Acuerdo Final, pues deben ser 
comprendidas en el contexto de lo decidido por la Corte sobre el Acto 
Legislativo 02 de 2017 y, por consiguiente, no implican el reconocimiento de 
valor normativo al Acuerdo Final, sino que aluden a su carácter como 
parámetro interpretativo de las normas de implementación.  
 
 
La Magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado aclaró su voto en reiteración de lo 
manifestado en igual documento que presentó en la sentencia C-160 de 2017. 
También, reservó aclaración de voto en dos temas: (i) el enfoque de género 
como elemento transversal a lo largo de todo el cuerpo normativo analizado, 
en particular en la concesión y vigilancia de los beneficios que otorga este 
sistema; y (ii) las remisiones que se hagan de la ley analizada al Acuerdo Final 
deben respetar el principio de legalidad, teniendo en cuenta que este acuerdo 
no es objeto de control constitucional porque no tiene carácter de norma 
jurídica. El Magistrado Alejandro Linares Cantillo se reservó una aclaración de 
voto respecto de distintas consideraciones de la parte motiva de la sentencia.  
 
 
Con respecto del comunicado 11 del 21 de marzo de 2018, la Corte 
constitucional revisó de manera integral el Decreto Ley 588 de 2017, que 
organizó la comisión para el esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la 
no repetición, el cual fue declarado exequible mediante sentencia C-017 de 
2018, salvo en aspectos relacionados con el acceso a la información, respecto 
de los cuales, se declaró la exequibilidad condicionada; el establecimiento de 
faltas absolutas de los comisionados por el reglamento interno, que fue 
declarado inexequible y la existencia de una comisión especial que aplicaría 
el régimen disciplinario a los comisionados, la cual ya había sido declarada 
inexequible en la sentencia C-674/17.  
 
 
La Sala Plena afirmo que los contenidos revisados no son contrarios a los 
contenidos relacionados con violaciones a los Derechos Humanos, delitos de 
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lesa humanidad e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 
Asimismo, resaltó que debe existir acceso pleno de los órganos judiciales y 
extrajudiciales de investigación oficial a toda la información pública, dada su 
relación con el derecho a la verdad de las víctimas, siempre que sea necesaria 
para el cumplimiento de sus objetivos. También advirtió que ello no exime a la 
Comisión del deber de guardar la reserva de la información que tenga tal 
carácter y que no se relacione con los referidos contenidos, respecto de los 
cuales no son admisibles restricciones a su acceso. 
 
 
La magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado aclaró su voto respecto de la 
constitucionalidad del artículo 29 del Decreto 588 de 2017. Consideró que si 
bien esta disposición es exequible, debe ser interpretada en su genuino 
sentido, esto es, que la misma no desvirtúa el ejercicio de la acción de tutela 
contra las actuaciones institucionales de la Comisión para el Esclarecimiento 
de la Verdad. 
 
 
De igual forma, el magistrado José Fernando Reyes Cuartas aclaró su voto en 
relación con el alcance del artículo 29 del Decreto 588 de 2017 frente al 
eventual señalamiento de personas responsables que pueda hacer la 
Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 
Repetición, por cuanto considera que la Corte debía haber hecho referencia a 
las restricciones que tiene la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad 
(CEV) en dicho señalamiento, con el objeto de garantizar el debido proceso de 
esas personas y la garantía de sus derechos fundamentales. 
 
 
Los anteriores pronunciamientos son incluidos en el presente análisis 
jurisprudencial, toda vez que son las posiciones más actuales de la Corte 
frente a las normas expedidas con ocasión del Acuerdo de Paz pactado entre 
el Gobierno Nacional y las FARC. En efecto, estas decisiones complementan 
el concepto de justicia transicional y lo establecido en relación con los 
derechos de las víctimas. Dando así, un mayor entendimiento al objeto de 










CAPITULO II. DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS EN LA JURISPRUDENCIA 
DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
  
 
En Colombia, la víctima tanto en el ordenamiento jurídico como en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, era considerada como aquella 
persona sobre la cual recaía un delito, o contra la cual se cometía una 
conducta punible, por ende, solo se avizoraba tal  concepto en la Ley penal o 
en sentencias proferidas por jueces penales y en algunos casos en sentencias 
sobre casos de responsabilidad civil extracontractual en las cuales se 




A nivel de derecho internacional, la primera noción de víctima se encuentra en 
la Resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985 de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas que adopta “La Declaración sobre los Principios 
Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder”. 
La ONU llega a ella mediante la elaboración de distintos informes, por parte 
de relatores especiales (Louis Joinet, Theo Van Boven, Cherif Bassiouni, entre 
otros), sobre la situación que padecían las víctimas en diferentes países del 
mundo. Con base en esos informes se construyó el “Conjunto de principios 
para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha 
contra la impunidad” y los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de 
las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”36. 
 
 
La Sala Plena de la Corte en providencia C-1149 de 2001, afirmo que: “Las 
víctimas de los hechos punibles tienen no sólo un interés patrimonial, sino que 
comprende el derecho a conocer la verdad y a que se haga justicia. La justicia 
implica la obligación del Estado a investigar, perseguir a los autores y, de 
hallarlos responsables, condenarles”.  
 
 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Barrios 
Altos contra Perú, sentencia del 14 de marzo de 2001 considero: “En el 
presente caso, es incuestionable que se impidió a las víctimas sobrevivientes, 
                                                          
35 En el análisis jurisprudencial y normativo anterior a la expedición de la Ley de Justicia y paz, 
término “victima” no era concebido como sujeto de derechos. 
36 RODRÍGUEZ BARÓN, Lina María. La Víctima y sus Derechos en Colombia. Revista 
Investigare. Centro de Investigación en Política Criminal. No. 3. 2015. Universidad Externado 
de Colombia. Disponible en: http://revista-investigare.uexternado.edu.co/la-victima-y-sus-
derechos-en-colombia/ 
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sus familiares y a los familiares de las víctimas que fallecieron, conocer la 
verdad acerca de los hechos ocurridos en Barrios Altos. Pese a lo anterior, en 
las circunstancias del presente caso, el derecho a la verdad se encuentra 
subsumido en el derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los 
órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios 
y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el 
juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención.” 
 
 
Posteriormente en sentencia C-228 de 2002, “La Corte Constitucional 
colombiana precisa que la parte civil, víctima y perjudicado son conceptos 
jurídicos diferentes. En efecto, la víctima es la persona respecto de la cual se 
materializa la conducta típica mientras que la categoría “perjudicado” tiene un 
alcance mayor en la medida en que comprende a todos los que han sufrido un 




Sin embargo, en Colombia solo con la entrada en vigencia de la Ley 975 de 
2005 se introduce al ordenamiento jurídico el concepto de “víctima” como 
sujeto de derechos en su artículo 5.37 Asimismo, los daños deben ser 
consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, 
realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley. También se 
tiene por víctima según la citada norma al cónyuge, compañero o compañera 
permanente, y al familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de 
la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere 
desaparecida. La condición de víctima se adquiere con independencia de que 
se identifique, aprehenda procese o condene al autor de la conducta punible y 
sin consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima.38 
 
 
Así las cosas, el concepto de víctima en la Ley 975 de 2005, es amplio e 
incluye todas aquellas personas que de una u otra forma han sufrido daños 
por causa u ocasión del conflicto armado en Colombia. La mencionada Ley 
además incluyó un proceso penal especial a aplicar, dependiendo las 
circunstancias en que se cometieron los hechos y la calidad del actor. La 
mencionada Ley no dejó claro el tiempo que cubre, es decir, desde cuando 
una persona es considerada como víctima, pues si se toma como referente 
                                                          
37 Se entiende como víctima: “la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños 
directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de 
discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida 
financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. 
38 Incisos 2 y 3° del artículo 5 de la Ley 975 de 2005. 
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histórico, en Colombia ha habido víctimas desde principios del siglo XX, por 
cuenta de grupos al margen de la ley.  
 
 
Por su parte, la Ley 1448 de 2011 dio claridad al periodo de tiempo sobre el 
cual se debería tener en cuenta a las víctimas para el resarcimiento de sus 
derechos y para ser reconocidas. La mencionada Ley toma como inicio el año 
1985, lo que dejo de lado a todas las víctimas del periodo conocido como “La 
Violencia” que históricamente inicio en 1948 y a partir del cual se originaron 
los grupos armados. Ese límite temporal previsto en el artículo 3º de la Ley 
1448 de 2011, no es una fecha arbitrariamente excluyente, porque, 
precisamente, cubre la época en la cual se produjo el mayor número de 
violaciones a las normas de Derechos Humanos y de Derecho Internacional 
Humanitario, es decir, el periodo histórico de mayor victimización en Colombia. 
En suma, para la Corte, el criterio de distinción de naturaleza temporal 
empleado en el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, es idóneo para garantizar 
la sostenibilidad fiscal, pues delimita el conjunto de víctimas beneficiarias de 
las medidas de reparación de índole económica.      
 
 
Por otra parte, la denominada Ley de Justicia y Paz, determina que las víctimas 
tienen derecho a conocer la verdad de los hechos victimizantes, a que se 
aplique justicia sobre los victimarios y a que estos reparen de manera integral 
los daños causados a las víctimas. Mandato ratificado por la Corte en sentencia 
C-370 de 2006 al considerar: “Que sobre la dimensión colectiva de la verdad, 
su contenido incluye la posibilidad de las sociedades de conocer su propia 
historia, y de tener memoria de tales hechos.  Para ello, es necesario que se 
investiguen los hechos”.  
 
 
Y en cuanto al derecho a la reparación, la Corte expresó en igual providencia: 
“No hay razón constitucional para que, se deje de aplicar el principio según el 
cual quien causa el daño debe repararlo. Por el contrario, la reparación 
económica a cargo del patrimonio propio del perpetrador es una de las 
condiciones necesarias para garantizar los derechos de las víctimas y 
promover la lucha contra la impunidad”. 
  
 
Todos aquellos mecanismos han sido reforzados mediante el Acto Legislativo 
01 de 2017, Por medio del cual se crea un título de disposiciones transitorias 
de la Constitución para la terminación del conflicto armado y la construcción 
de una paz establece y duradera y se dictan otras disposiciones, con 
pronunciamiento de la Corte en sentencia C-674 de Noviembre 14 de 2017. 
Asimismo, la Corte constitucional por medio de la sentencia C-017 de 2018, 
revisó de manera integral el decreto Ley 588 de 2017, que organizó la comisión 
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para el esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la no repetición, el cual 
fue declarado exequible.   
 
 
En ese orden de ideas, se debe tener claro entonces, el significado de cada 
uno de esos conceptos.     
 
 
2.1 DERECHO A LA VERDAD 
 
 
El derecho de las víctimas a la verdad, también fue introducido por la Ley 975 
de 2005 en dos dimensiones, la primera se refiere a lo individual, de acuerdo 
con lo cual se busca garantizar que las víctimas conozcan las circunstancias 
por las cuales ocurrieron los hechos, en caso de desaparición o fallecimiento 
se refiere a la posibilidad de conocer la suerte que corrió la víctima directa y 
su paradero, este derecho también incluye la posibilidad de acceder a la 
información judicial referente a los procesos que se sigan en contra de los 
responsables de los hechos.  
 
 
De otra parte, la dimensión colectiva se refiere al derecho en titularidad de la 
sociedad a conocer y saber los acontecimientos, circunstancias y motivos, que 
llevaron a los perpetradores a cometer la violación sistemática de los Derechos 
Humanos a través de crímenes tan aberrantes.39 Esto con la finalidad de 
construir una historia en común y garantizar la no repetición de los hechos. Al 
respecto la Corte Constitucional en la sentencia C-370 de 2006, ha señalado 




No cabe duda que, la jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional sobre 
víctimas (C-370 de 2006) ha sido la que ha marcado un referente en el tema, 
pues contempla no solo la concepción de víctima, sino que establece 
                                                          
39 El Estatuto de Roma39 en su artículo 126 prescribe: “el ejercicio pleno y efectivo del derecho 
a la verdad proporciona una salvaguarda fundamental contra la repetición de tales 
violaciones”. Conocer lo ocurrido, el modus operandi, las circunstancias de modo tiempo y 
lugar, saber quiénes fueron los responsables, es decir conocer toda la verdad acerca de tales 
violaciones”, se vincula con el hecho de evitar que los crueles sucesos se vuelvan a repetir y 
guarda estrecha relación a la reparación y a la justicia. 
40 GARCÍA POLANCO, Alba Helena. Derechos a la Verdad, la Justicia y la Reparación: Una 
Construcción desde los Estándares y Principios Internacionales, La Jurisprudencia 
Internacional y colombiana. Centro de Memoria Histórica. 2013. P.6. Disponible en: http://centr 
omemoria.gov.co/wp-content/uploads/2013/11/Estandares_internacionales_VJR.pdf Fecha 
de consulta: 25 de enero de 2018.  
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referentes frente a los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la 
reparación y la garantía de no repetición. A la sentencia C-370 de 2006, le 
siguieron la C-575 y la C-719 del mismo año y posteriormente la C-052 de 
2012, C-099 de 2013, C-694 de 2015, entre otras que se encuentran inmersas 
en la línea jurisprudencial dentro de esta investigación.  
 
 
Por su parte la Corte, en sentencia T-418 de 2015 ha sostenido que “Las 
víctimas tienen derecho a la verdad, la cual es definida como “la posibilidad de 
conocer lo que sucedió y en buscar una coincidencia entre la verdad procesal 
y la verdad real”. En este sentido, el derecho a conocer la verdad presenta una 
faceta subjetiva en cuanto a que, independiente de las acciones que puedan 
entablar ante la justicia, las víctimas, así como sus familias y allegados, tienen 
derecho a conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se 
cometieron las violaciones y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca 
de la suerte que corrió la víctima. 
 
 
Es aquí donde juega un papel preponderante la memoria histórica, la dificultad 
del manejo de la memoria como elemento de análisis tanto para el juez como 
para el historiador en todo tipo de proceso donde la memoria sea el actor 
principal y no uno secundario. A partir de lo anterior, se debe tener en cuenta 
que la memoria es la base con la cual se construyen tanto la historia como la 
verdad judicial.41 Esta memoria debe ser contrastada por parte del juez o del 
historiador, con todos los elementos o sustratos que la rodeen. La memoria 
juega un papel relevante en la construcción de la verdad judicial en la medida 
en que una vez se recopilan los hechos de quienes utilizan el testimonio como 
elemento para articular el relato de los hechos, el operador judicial debe 
implementar todos los mecanismos de constatación para poder obtener la 
verdad judicial.42  
 
 
Para la historia y para el derecho, la verificación de los hechos se concreta con 
fuentes históricas, y para el juez con medios probatorios, que son elementos 
esenciales para la búsqueda de la verdad judicial, pero no definitivos. Sobre 
este punto, cabe añadir que se ha de perseguir la convergencia entre la verdad 
histórica y la verdad judicial, la cual se logra cuando el trabajo del juez, con 
base en la sana critica, la razón y el discernimiento, se haya desplegado. 
                                                          
41 MOLINA CRUZ, Amparo. Justicia transicional y significados del derecho a la verdad desde 
la perspectiva de los postulados guerrilleros a la Ley de justicia y paz. Universidad Nacional 
de Colombia.2015.p.44. Disponible en: http://www.bdigital.unal.edu.co/51189/1/518540 
50%202015.pdf  Fecha de consulta: 15 de enero de 2018 
42  MÉNDEZ, Juan. “Derecho a la verdad frente a las graves violaciones a los derechos 
humanos”. En: La aplicación de los tratados de derechos humanos por los tribunales locales. 
Buenos Aires: CELS, 1997, p.526. 
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En el caso El Mozote contra El Salvador, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos43 estableció que las masacres acaecidas hace 31 años que no han 
sido investigadas plantean una violación a los Derechos Humanos de las 
víctimas. Para el tribunal, la impunidad ha sido amparada por la Ley de 
Amnistía General celebrada en ese país. La falta de diligencia, la ausencia de 
investigación y la inactividad procesal le permitieron al tribunal interamericano 
determinar la responsabilidad del Estado salvadoreño por la inexistencia de un 
recurso efectivo para garantizar el derecho de acceso a la justicia, el derecho 
a conocer la verdad y el derecho a la reparación integral de las consecuencias 
de las violaciones y entre muchas otras condenas, concluye que el Estado es 
responsable por la violación de  los derechos a las garantías judiciales y a la 
protección judicial, reconocidos  en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
 
 
En el caso Santo Domingo contra Colombia, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos estableció que a pesar de la existencia de normas de 
carácter interno que tienden a restablecer la dignidad de la víctima, 
correspondía ordenar al Estado realizar un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional en el cual se hiciera referencia a los hechos del 
caso y a la responsabilidad.44 Este acto confirma la relación estrecha entre 
justicia, reparación y derecho a la verdad, y la postura internacional frente a 
procesos internos de reconciliación45. 
 
 
Con base en lo anterior, se podría decir que la impunidad impide conocer lo 
que efectivamente sucedió, con un colectivo o conjunto de ellas, o incluso con 
una sociedad. Es por ello que conocer la verdad de los acontecimientos se 
explica no por un ánimo perverso, sino por el deseo de saber qué fue lo que 
en realidad ocurrió en una determinada sociedad en la cual se cometieron 
diversas violaciones a los Derechos Humanos. Sólo con la verdad se podrán 
conocer las causas de la violencia, identificar las circunstancias que llevaron a 
que dichas violaciones sucedan, investigar las mismas a fin de establecer la 
                                                          
43 Corte IDH, caso Masacre de El Mozote c. Salvador, sentencia del 25 de octubre de 2012, 
párr. 301. 
44 La CIDH (2014) menciona por  su parte: “En el ámbito del sistema interamericano, el derecho 
a la verdad se vinculó inicialmente con el fenómeno extendido de la desaparición forzada. 
Tanto la Comisión como la Corte Interamericana han establecido que la desaparición forzada 
de personas tiene un carácter permanente o continuado que afecta una pluralidad de 
derechos, tales como el derecho a la libertad personal, a la integridad personal, a la vida y al 
reconocimiento a la personalidad jurídica”. 
45 BARBOSA DELGADO, Francisco R. La Memoria, la Historia y el Derecho a la Verdad en la 
Justicia Transicional en Colombia: Una Paradoja Irresoluble en el Conflicto Armado 
Colombiano. Revista Derecho del Estado. Universidad Externado de Colombia. No. 31. 2013. 
Disponible en: http://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derest/article/view/3605/3785 
Fecha de consulta: 2 febrero de 2018 
52 
responsabilidad de los autores o encubridores, proponer una política de 
reparaciones, así como evitar, a fin de cuentas, que hechos similares pudieran 
volverse a cometer46.  
 
 
Para dar continuidad al acuerdo de paz suscrito entre el Gobierno de Juan 
Manuel Santos y las FARC, el presidente expidió un Decreto Ley en abril de 
2017, que establece la creación de una Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV). Esta Comisión, es un 
mecanismo no judicial creado para fortalecer y satisfacer el derecho a la 
verdad de las víctimas.  
 
 
Por otra parte, la Corte en su comunicado número 55 de noviembre de 2017 
hizo varios pronunciamientos:  “Encontró la Corte que el acceso forzoso de los 
no combatientes en el conflicto armado a la Jurisdicción Especial para la Paz 
y al tratamiento especial correspondiente, anula la garantía del juez natural y 
el principio de legalidad”. Lo anterior, establece que la JEP no podrá obligar a 
los terceros a comparecer ante ella, lo cual podría ser perjudicial para el 
derecho a la verdad de las víctimas. Como se ha dicho anteriormente, el 
conflicto armado interno en Colombia no solo se compuso de dos actores 
simplemente y, no poder vincular a los no combatientes pero que estuvieron 
relacionados con el conflicto armado, sesga el acceso a la verdad.   
 
 
Insistiendo en lo antes dicho, en el mismo comunicado, la Corte afirmó que: 
“Fue concebida en el marco de un proceso de negociación entre el gobierno 
nacional y uno de los combatientes en el conflicto armado, con el propósito, 
de permitir la finalización del conflicto y la reincorporación del referido grupo a 
la vida civil. Se trata entonces de una jurisdicción ad hoc, ofrece amplias 
garantías para los combatientes en el conflicto armado, los cuales, quedan 
sometidos a ella, al paso que los civiles y los agentes del Estado no miembros 
de la fuerza pública, solo accederán a esa instancia voluntariamente, en 
función de las ventajas que puedan obtener como contrapartida a su decisión 
de aportar verdad, reparación y garantías de no repetición”.  
      
   
  
                                                          
46 REAÑO BALAREZO, Carlos Miguel. El  Derecho  a  la  Verdad. 2014. Disponible en: 
https://es.slideshare.net/ALIN85/el-derecho-a-la-verdad-51595386  Fecha de consulta: 30 de 
enero de 2018 
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2.2 DERECHO A LA JUSTICIA   
 
 
En cuanto a la definición del derecho a la justicia, es lo que logran las víctimas 
cuando las autoridades investigan y sancionan a los responsables de las 
violaciones de Derechos Humanos. Cuando no hay justicia hay impunidad. La 
justicia se logra a través de las autoridades judiciales. Los fiscales y los jueces 
deben investigar todos los crímenes, indagar la verdad de los hechos y quién 
los cometió. La justicia implica la aplicación de las leyes que existen para 
proteger los derechos de las víctimas. Los textos legales son letra muerta si 
las autoridades no las usan para efectivamente investigar, juzgar y sancionar 
a los responsables de las violaciones de derechos humanos47. 
 
 
Para la Corte Constitucional, el derecho a la justicia implica en igual sentido el 
acceso a la administración de justicia y a la tutela judicial efectiva, pues éste 
consiste en el derecho a que se haga justicia en el caso concreto y a que no 
haya impunidad. En ese orden, implica que toda víctima tenga la posibilidad 
de hacer valer sus derechos beneficiándose de un recurso justo y eficaz, 




En sentencia C-180 de 2014 la Corte expresó: “La garantía del derecho a la 
justicia es una garantía que impone al Estado la obligación de investigar, 
juzgar y condenar a penas adecuadas a los responsables de las conductas 
delictivas y evitar la impunidad. Esta obligación implica: i) el establecimiento 
de mecanismos jurídicos idóneos para llegar al descubrimiento de los hechos 
y la condena de los responsables; ii) El deber de investigar todos los asuntos 
relacionados con graves violaciones de los derechos humanos; iii) el derecho 
de las víctimas a un recurso judicial adecuado y efectivo; y iv) el deber de 
respetar las garantías del debido proceso”. Lo que significa que el Estado, en 
cumplimiento de las obligaciones que le son propias, es a quien le compete, 
aplicar la justicia y para ello debe realizar todas las acciones posibles. 
 
 
En lo que atañe a la justicia como mecanismo dentro de la justicia transicional, 
la aplicación de la justicia a favor de las víctimas implica una serie de medios 
judiciales, administrativos y políticos, como los compromisos incluidos en el 
                                                          
47 Comisión Colombiana de Juristas. Verdad, justicia y reparación Algunas preguntas y 
respuestas. Bogotá 2007. Disponible en: www.coljuristas.org  Fecha de consulta: 13 de febrero 
de 2018.  
48 Sentencia de Tutela 418 de 2015. 
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acuerdo de paz, y para ello se hizo necesaria la modificación en unos casos y 
la inclusión en otros de esos medios de aplicación inmediata. 
 
 
La realización efectiva del derecho a la justicia en el marco de los procesos de 
transición supone la construcción y/o el fortalecimiento de escenarios formales 
para esclarecer la verdad y definir las formas relativas a la reparación. Parte 
del deber s que tiene el Estado es investigar de manera pronta, imparcial y a 
profundidad las graves violaciones a los derechos humanos. Por ello el Estado 
debe, de forma insoslayable investigar y para ello tiene la necesidad de 
responder a una serie de requisitos mínimos que conduzcan a la satisfacción 
del derecho de las víctimas a saber en forma cierta y concreta, quiénes fueron 
los autores y cómo tuvieron desenvolvimiento los violentos acontecimientos o 
hechos victimizantes que vulneraron los Derechos Humanos.49  
 
 
De esta manera, frente a la responsabilidad que se tiene de juzgar a quienes 
han cometido actos que han vulnerado los Derechos Humanos, el Estado está 
en la obligación de garantizar que se cumpla con el principio del debido 
proceso, con criterios garantistas y de protección a las víctimas en su calidad 
de sujetos de derechos, así como la imposición de penas adecuadas a los 
responsables a las vulneraciones graves, a los crímenes de guerra y a los 
delitos de lesa humanidad.  
 
 
Asimismo, no basta con el esclarecimiento de los hechos y de los responsables 
a través de instancias legales y administrativas del Estado, la exigencia de 
justicia no puede limitarse únicamente a que los mecanismos jurídicos del 
Estado funcionen.50   
 
 
Así es como, los derechos de las víctimas deben ser garantizados aplicando 
los principios en materia de verdad, justicia y reparación, a través de la 
adopción de mecanismos y fórmulas encaminadas a evitar la impunidad o la 
                                                          
49 Para el Centro Nacional de Memoria Histórica: “la historia de la guerra en Colombia abunda 
en graves hechos que quedaron en el olvido o sin una mínima sanción para sus autores. La 
impunidad ha sido la constante. Sin embargo, más allá de los aciertos u omisiones de la 
justicia, hay capítulos del conflicto armado en los que las víctimas han trazado su propio 
camino para esclarecer lo sucedido. Ejemplos de dignidad y resistencia para satisfacer un 
derecho a la verdad que no depende de las lógicas procesales sino de la lucha de las 
comunidades”. Informe Centro Nacional de Memoria Histórica 2016. El Derecho a la Justicia 
y sus retos. Disponible en: https://www.academia.edu/11497243/INFORME_GENERAL_Centr 
o_Nacional_de_Memoria_Hist%C3%B3rica Fecha de consulta: 28 de febrero de 2018  Fecha 
de consulta: 20 de febrero de 2018.  
50 Movimiento de Víctimas, “Colombia nunca más” 2013. 
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generosidad en la aplicación de las penas, sin desconocer y menospreciar a 
las víctimas de las violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario. Son esos los principales temas que debe tener en 
cuenta un sistema de alternatividad penal que se adopte para juzgar a los 




No obstante, aún no se llega al objeto primigenio planteado, como es el 
compromiso pleno de reparación por parte de los actores de hechos ilícitos, 
producto de los procesos de investigación que debería llevar a cabo la Fiscalía, 
las confesiones, los testimonios y demás medios probatorios para esclarecer 
la verdad y de esa forma culminar con el juzgamiento de todos aquellos que 
fueron parte del conflicto armado y que se acogieron al proceso de paz.  
 
 
De igual forma, así como el procedimiento penal busca la reparación 
pecuniaria de las víctimas, esa reparación también conlleva a poder continuar 
con su vida en paz, no solamente física, también mental y emocionalmente. 
Es sobre ese entendido que el derecho a la justicia implica el que las víctimas 
del conflicto armado interno en Colombia den un cierre a todo lo sufrido y se 
sientan en capacidad de, luego de haber sido reparadas, estar dispuestas a 
iniciar una nueva vida sin olvidar, pero recordando sin rencor. 
  
 
2.3 DERECHO A LA REPARACIÓN 
           
 
La Corte Constitucional ha señalado reiteradamente la importancia de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, establecida 
como criterio relevante de interpretación de los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución en el artículo 93. De igual manera, es de 
particular importancia para la Corte Colombiana, la Convención Americana de 
Derechos Humanos. Por ejemplo, en la sentencia C-228 de 2002 se evidencia 
la gran influencia de la Corte Interamericana en nuestra jurisprudencia. 
Asimismo, varios autores, jueces y abogados defensores de Derechos 
Humanos, reconocen la Corte Interamericana como la autoridad más 
                                                          
51 RIVERA AGUDELO, Manuel Salvador. Derechos Humanos y Justicia Transicional: Un 
Recorrido por sus Principios. Corporación Universitaria Remington. Vol. 1 No. 2. 2008. P. 12. 
Disponible en: http://fer.uniremington.edu.co/ojs/index.php/PYP/article/view/80/90.  Fecha de 
consulta: 4 de marzo de 2018. 
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Para la Corte Interamericana, el tema de la reparación está claramente 
soportado en el referido artículo 63.1 y en el artículo 68.2 de la Convención, 
sin embargo los derechos a la verdad y a la justicia si bien no aparecen 
expresamente establecidos en el instrumento, la Corte interamericana ha 
desarrollado una notable jurisprudencia a partir de su aplicación junto a los 
demás instrumentos del sistema regional. La Corte Constitucional de Colombia 
y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han desarrollado una prolija 
y reiterada jurisprudencia en materia de reconocimiento y protección de los 
derechos de las víctimas de graves violaciones de los Derechos Humanos 
consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos. 
 
 
Por ejemplo, en la sentencia C-781 de 2012 se evidencia como la Corte 
Constitucional ha examinado el contexto en el cual se produce la vulneración 
de los derechos de las víctimas y ha reconocido que se trata de víctimas del 
conflicto armado cuando los hechos acaecidos guardan una relación de 
conexidad suficiente con este y ha señalado que es necesario examinar en 
cada caso concreto si existe una relación cercana y suficiente con el conflicto 
armado interno.  
 
 
Para la Corte Constitucional, por su parte, ha sido cada vez más progresista53  
en sus pronunciamientos, pues en ellos ha tenido en cuenta los fallos de la 
Corte Interamericana de Derechos Humano en los cuales esta ha ordenado a 
los Estados llevar a cabo, entre otros, cambios legislativos, excusas públicas, 
construcciones de monumentos, creación de fondos públicos, programas de 
capacitación en Derechos Humanos para servidores públicos. Inspirada en los 
Principios Básicos de 2006 implementó en sus pronunciamientos medidas de 
restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en 
conjunto con compensaciones.54. 
                                                          
52 LEFKADITIS, Patrick y ORDÓÑEZ GÓMEZ, Freddy. El Derecho a la Reparación Integral en 
Justicia y Paz. El Caso Mampuján, Las Brisas y Veredas de San Cayetano. Instituto para una 
Sociedad y un Derecho Alternativos –ILSA. Bogotá. 2014. p. 33.   
53 Se refiere a que la Corte en sus fallos a partir de las normas que el mismo legislador 
denominó disposiciones de justicia transicional y las demás reglas y normas que conforman 
el bloque de constitucionalidad, modera su posición concatenando la obligación de preservar 
los derechos humanos contemplados en el derecho internacional y el bloque de 
constitucionalidad, con las pautas de la justicia transicional, sin dejar de lado los valores y 
principios constitucionales y de su reflejo en los derechos y deberes de los ciudadanos. 
54 Sentencias Corte Interamericana de Derechos Humanos 2012-2016. http://corteidh.or.cr/.  
Fecha de consulta: 13 de marzo de 2018. 
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Como se ha citado anteriormente, el derecho a la reparación se entiende 
mucho más allá de la simple compensación económica por el daño sufrido. En 
efecto, las reparaciones no pecuniarias ocupan en las teorías modernas una 
posición privilegiada, estableciéndose que el derecho comprende dos tipos de 
medidas, unas individuales y otras de carácter colectivo. Sobre las medidas 
individuales la Corte Constitucional ha indicado: El derecho a la reparación 
integral comprende la adopción de medidas individuales relativas al derecho 
de (i) restitución, (ii) indemnización, (iii) rehabilitación, (iv) satisfacción y (v) 
garantía de no repetición. En su dimensión colectiva, involucra medidas de 
satisfacción de alcance general como la adopción de medidas encaminadas a 
restaurar, indemnizar o readaptar los derechos de las colectividades o 
comunidades directamente afectadas por las violaciones ocurridas.  
 
 
Sobre las medidas individuales aplicables de acuerdo a la Comisión 
Interamericana, deben ser suficientes, efectivas, rápidas y proporcionales a la 
gravedad del crimen y a la entidad del daño sufrido y están destinadas a 
restablecer la situación en que se encontraba la víctima antes de verse 
afectada, algunas medidas de esta naturaleza son el restablecimiento de 
derechos tales como el de la libertad personal, en el caso de los detenidos o 
secuestrados; y el retorno al lugar de residencia, en el caso de los 
desplazados, entre otros. Asimismo, las víctimas que han sido despojadas de 
sus tierras o propiedades por medio de la violencia ejercida por los actores del 
conflicto armado tienen derecho a medidas de restitución55.  
 
 
Las medidas de reparación expuestas por la Corte Constitucional, en la 
sentencia C-579 de 2013, son establecidas en los instrumentos 
internacionales de protección, ya referidos y deben, a juicio de la Corte, regirse 
por dos principios, el de integralidad y el de proporcionalidad. El primero, 
“supone que las víctimas sean sujetos de reparaciones de diferente 
naturaleza, que respondan a los distintos tipos de afectación que hayan 
sufrido”, reparaciones que, aunque diferenciadas no son excluyentes. Por su 
parte, el principio de proporcionalidad hace referencia a que las medidas y 
acciones de reparación “deben estar en consonancia con la altura del impacto 
de las violaciones de los derechos humanos”56.  
 
 
La Restitución. El restablecimiento completa de los derechos afectados a 
interponer recursos y obtener reparaciones, éste señala que siempre que sea 
                                                          
55 LEFKADITIS, Patrick y ORDÓÑEZ GÓMEZ, Freddy. El Derecho a la Reparación Integral en 
Justicia y Paz. El Caso Mampuján, Las Brisas y Veredas de San Cayetano. Instituto para una 
Sociedad y un Derecho Alternativos –ILSA. Bogotá. 2014. p. 42.   
56 Sentencia C-579 de 2013. Corte Constitucional. 
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posible, ha de devolverse a la víctima a la situación anterior a la violación o 
afectación. Para ello se pueden implementar medidas, tales como, el 
restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la 
identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su residencia, la 
devolución de sus bienes, entre otros57. 
 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-836 de 2013 ha señalado que restituir 
a la víctima a la situación anterior a la violación, se entiende como “una 
situación de garantía de sus derechos fundamentales”. Lo anterior implica que 
la restitución no puede darse a una condición de vulnerabilidad que le haga 
susceptible de ser nuevamente victimizado58. 
 
 
La Indemnización. Tiene como finalidad reparar cuando la restitución no es 
posible. Ésta ha de concederse de forma apropiada y proporcional a la 
gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los 
perjuicios económicamente evaluables que sean consecuencia de violaciones 
de las normas internacionales de protección, tanto los daños y perjuicios 
físicos como los morales59.  
 
 
Esta medida contempla el daño físico o mental, la pérdida de oportunidades, 
en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales, los daños 
materiales y la pérdida de ingresos, incluido el daño emergente y el lucro 
cesante, los perjuicios morales y los gastos de asistencia jurídica o de 
expertos, medicamentos y servicios médicos, psicológicos y sociales60  
 
 
                                                          
57 Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario. No. 
19. Disponible en: http://www.derechoshumanos.net/normativa/normas/onu/proteccion-ddhh/ 
2005-Principios-derecho-víctimas-recursos-reparaciones.htm  Fecha de consulta: 13 de 
marzo de 2018.  
58 Sentencia C-839 de 2013. Corte Constitucional. 
59 Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario. No. 
20. Disponible en: http://www.derechoshumanos.net/normativa/normas/onu/proteccion-ddhh 
/2005-Principios-derecho-víctimas-recursos-reparaciones.htm  Fecha de consulta 27 de enero 
de 2018.  
60 Informe Defensorial Nº 162: A diez años de verdad, justicia y reparación. Avances, 
retrocesos y desafíos de un proceso inconcluso. Disponible en: http://defensoria.gob.pe/gr 
upos-eatencion.php?des=15  Fecha de consulta: 16 de febrero de 2018.  
59 
La Corte Interamericana en el caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. 
Perú61, afirma que la indemnización pecuniaria, siempre tendrá carácter 
compensatorio y no sancionatorio, por lo que ésta no puede ser tomada como 
una condena a la conducta imputada al Estado, sino que debe ser entendida 
como una forma de reparar las consecuencias de la violación de las normas 
internacionales; en este orden, ha señalado la Comisión que, cuando el 
victimario no quiera o no pueda resarcir a la víctima el Estado deberá 
esforzarse por indemnizar a ésta62  
 
 
La Rehabilitación. Tiene como propósito reducir los padecimientos físicos y 
psicológicos de las víctimas Siendo así, la rehabilitación incluye, la atención 
médica y psicológica, así como servicios jurídicos y sociales63. 
 
 
Las Medidas de Satisfacción. Para la Corte (sentencia C-180 de 2014) las 
medidas de satisfacción incluyen cuando sea pertinente y procedente, la 
totalidad o parte de las siguientes medidas: (i) Medidas eficaces para 
conseguir que no continúen las violaciones; (ii) La verificación de los hechos y 
la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que esa 
revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de 
la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido 
para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; (iii) 
La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños 
secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para 
recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o 
presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad; (iv) 
Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la 
reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente 
vinculadas a ella; (v) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de 
los hechos y la aceptación de responsabilidades; (vi) La aplicación de 
sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones; 
(vii) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; y (viii) La inclusión de una 
exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, 
así como en el material didáctico a todos los niveles64. 
                                                          
61 Corte Interamericana, Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú, excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 10 de julio de 2007, Serie C No. 167. 
62 Comisión Interamericana, 2004, párr. 31. 
63 UPRIMNY, Rodrigo. (Coord) Reparaciones en Colombia: análisis y propuestas 2009 (pp. 85 
– 137). Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Derecho Ciencias Políticas y 
Sociales, Instituto Unidad de Investigaciones Jurídico-Sociales Gerardo Molina-Unijus.  
64 Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario. No. 
22. Disponible en: http://www.derechoshumanos.net/normativa/normas/onu/proteccion-
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La reparación para ser efectiva tiene que resarcir el daño sufrido, y deben 
existir parámetros que permitan categorizarlo. Esto recibe el nombre de 
“proporcionalidad” que consiste en que la reparación debe “guardar relación 
con las violaciones de derechos y los impactos identificados, así como 
garantizar la satisfacción material de las víctimas”65. 
 
 
Por otra parte, la indemnización administrativa es la medida de reparación de 
carácter económico, pero esta no comprende la totalidad de los perjuicios. 
Para la Corte (sentencia C-579 de 2013) la indemnización es una 
compensación que el Estado entrega a las víctimas del conflicto armado 
interno teniendo en cuenta la naturaleza y el impacto del hecho victimizante, 
el daño causado y el estado de vulnerabilidad actual de la víctima, desde un 




2.4 GARANTÍAS  DE NO REPETICIÓN 
 
 
Son medidas implementadas por el Estado que buscan garantizar que no 
vuelvan a ocurrir las violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario. Para esto, el Estado adelanta un conjunto 
de acciones como: 
 
 
 Desmovilización y desmantelamiento de los grupos armados al margen de 
la ley.  
 Aplicación de sanciones a los responsables de las violaciones a los 
Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario.  
 Esclarecimiento de la verdad por medio de comisiones de la verdad. 
 A través de mecanismos judiciales y políticas públicas prevenir violaciones 
a los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario con 
medidas especiales de protección para las personas vulnerables. 
 
 
Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la totalidad o 
parte de las medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención: 
                                                          
ddhh/2005-Principios-derecho-victimas-recursos-reparaciones.htm. Fecha de consulta: 08 de 
febrero de 2018. 
65 Decreto-Ley 4633 de 2011, art. 25.  
66 Derecho a la Reparación Integral a las víctimas del conflicto armado. Preguntas frecuentes. 
Unidad para la atención y reparación de Víctimas. Disponible en: http://escuela.unidadvi 
ctimas.gov.co/cartillas/derechoreparacion.pdf.  Fecha de consulta: 16 de marzo de 2018.  
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a. El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las 
fuerzas armadas y de seguridad; 
b. La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se 
ajustan a las normas internacionales relativas a las garantías 
procesales, la equidad y la imparcialidad; 
c. El fortalecimiento de la independencia del poder judicial; 
d. La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia 
sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los 
defensores de los derechos humanos;  
e. La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores 
de la sociedad respecto de los Derechos Humanos y del Derecho 
Internacional Humanitario y la capacitación en esta materia de los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las 
fuerzas armadas y de seguridad; 
f. La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las 
normas éticas, en particular las normas internacionales, por los 
funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de armadas, 
los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el 
personal de servicios médicos, psicológicos, sociales y de las fuerzas 
armadas, además del personal de empresas comerciales; 
g. La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver 
los conflictos sociales; 
h. La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de Derechos humanos y a 
las violaciones graves al Derecho Internacional Humanitario67. 
 
 
La no repetición refuerza el hecho de que los derechos que tienen las víctimas 
se reparan con el propósito de avanzar hacia escenarios donde no sea 
necesario nuevos procesos de justicia transicional pues no se presentarán 
nuevas violaciones a los Derechos Humanos, estas experiencias 
desagradables serán solo recuerdos superados y heridas plenamente 
sanadas (sentencia C-579 de 2013). La no repetición es fundamental para que 
no exista una sucesión de conflictos no resueltos, heridas abiertas que se 
regeneran con el pasar de las generaciones. Tan solo hay que revisar la 
historia de muchos países latinoamericanos, para ver allí conflictos no 
resueltos que se perpetúan en el tiempo68 
                                                          
67 Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario. No. 
23. Disponible en: http://www.derechoshumanos.net/normativa/normas/onu/proteccion-dd 
hh/2005-Principios-derecho-victimas-recursos-reparaciones.htm. Fecha de consulta: 30 de 
enero de 2018. 
68 Martínez, Fabio y Riveros, Wilson. Garantías de no Repetición en la Justicia Transicional y 
su Análisis para el Caso colombiano. Universidad Militar Nueva Granada. Bogotá. 2016. 
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El proceso de reparación de los derechos de las víctimas y la no repetición, 
según sentencia de la Corte C-795 de 2014, deberá analizarse teniendo en 
cuenta la otra faceta: el actor que ha vulnerado los derechos. Toda vez que, 
dicha sentencia, establece un sistema de justicia restaurativa que promueve 
la dignidad, la comprensión y la armonía social.   
 
 
Se dijo anteriormente que la justicia transicional ha evolucionado desde una 
serie de tribunales especiales donde lo importante eran las prerrogativas a los 
agresores de los Derechos Humanos, a una donde el centro son las víctimas. 
Pero en la práctica esto se presenta como un proceso que puede ir desde una 
reparación escasa de la víctima hasta una reparación total e integral, y para 
cada derecho vulnerado esta escala puede diferir.69. 
 
 
Por otra parte, la Corte en sentencia T-130 de 2016, afirma que las garantías 
de no repetición requieren poner en práctica medidas y emprender reformas 
sociales e institucionales para garantizar que los abusos del pasado no se 
repitan. Los mecanismos para proporcionar verdad, justicia y reparación no 
pueden garantizar la no repetición a menos que vayan acompañados de 
esfuerzos más profundos para mejorar el Estado de derecho y fomentar una 
cultura de respeto de los Derechos Humanos. En el contexto colombiano, 
ofrecer garantías efectivas de no repetición requiere70: 
  
 
 Incentivar la reinserción en la sociedad de los miembros de las FARC; 
 Continuar la lucha contra los nuevos grupos armados ilegales y el ELN, 
en caso de que dicho grupo no se vincule a los actuales diálogos de paz; 
 Un proceso de selección independiente y un nuevo impulso para mejorar 
la gobernanza en las regiones en conflicto. 
 
 
Las garantías de no repetición como elemento de la justicia transicional son 
las encargadas de construir los lazos de reconciliación, evitar el surgimiento 
de nuevos actores armados y conseguir legitimar nuevamente el Estado Social 
                                                          
Disponible en: http://repository.unimilitar.edu.co/jspui/bitstream/10654/7604/1/TESIS%20FI 
NAL%20correcto%20REPOSITORIO.pdf  Fecha de consulta: 14 de marzo de 2018.  
69 MARTÍNEZ LUGO, Fabio Augusto y RIVEROS SANABRIA, Wilson. Facultad de Derecho 
Programa de Postgrados. Maestría en Procesal Penal. Bogotá 2015. Universidad Nueva 
Granada. Disponible en: http://repository.unimilitar.edu.co/bitstream/10654/7604/1/TESIS% 
20FINAL%20correcto%20REPOSITORIO.pdf . Fecha de consulta: 23 de febrero de 2018. 
70 International Crisis Group Working to Prevent Conflict Worldwide. Justicia Transicional y los 
Diálogos de Paz en Colombia. Disponible en: http://crisisgroup.be/interactives/justicia-
transicional/index.html. Fecha de consulta: 04 de marzo de 2018.ombia 
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de Derecho, las instituciones y la democracia, lo que a su vez es una obligación 
del Estado71.  
 
 
A la luz del derecho internacional y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, como en el caso Valle Jaramillo y otros contra Colombia, de julio de 
2009, en donde se condenó al Estado a reparar a las víctimas no solo de forma 
pecuniaria sino además ordenó medidas de rehabilitación médica, psicológica 
y a garantizar la no repetición como integrantes del derecho a la reparación 
integral, con base en el análisis del artículo 63-1 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos, que consagra el deber del Estado de reparar el daño 
causado a partir de la violación de un derecho o libertad. Empero no se ha 
llevado a la reestructuración de las instituciones ni a exhortar a los Estados a 




En el Informe Final del relator especial sobre la impunidad y el conjunto de 
principios para la protección y la promoción de los Derechos Humanos 
mediante la lucha contra la impunidad, realizado por Louis Joinet para la ONU 
en el año 1997, conocido como Principios Joinet, se analizan las obligaciones 
que tienen los Estados para conseguir la efectiva protección de las víctimas y 
las divide en cuatro principales: 1. La verdad, 2. La justicia, 3. La reparación, 
y 4. La reforma a las instituciones y otras garantías de no repetición. El 
principio 37 trata sobre las garantías de no repetición, en donde éstas son 
entendidas como mecanismos preventivos y accesorios a las otras 
obligaciones, y a su vez como elementos del derecho a la reparación integral.  
 
 
Señala el Informe en mención que el Estado debe tomar medidas apropiadas 
para proteger a las víctimas a futuro de volver a sufrir un ataque a sus 
derechos, lo cual puede darse por medio de tres mecanismos principales: i) la 
disolución de los grupos armados paramilitares, ii) la derogación de 
disposiciones legales y jurisdicciones de excepción, y iii) la destitución de los 
agentes del Estado implicados en violaciones graves a los derechos humanos. 
Así pues, los Principios de Joinet plantean necesario que por medio de las 
garantías de no repetición se reestructure el Estado y que se creen 
                                                          
71 UPRIMNY, Rodrigo y YEPES. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y 
reparación para Colombia. Página 50. Ed. DeJusticia. (2006).  
72 Reforzando lo dicho, en la sentencia del caso de 19 comerciantes vs Colombia, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos le solicitó a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que el Estado ejecute actos de reconocimiento público, entendiendo estos como 
medidas de reparación, sin utilizar propiamente el concepto de garantías de no repetición. 
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mecanismos que no solo resuelvan el problema coyuntural, sino que también 
den solución a otros problemas a largo plazo.73 
 
 
La Corte Constitucional reiteró en sentencia C-839 de 2013, que los 
instrumentos internacionales anteriormente mencionados, son establecidos 
para definir las garantías de no repetición.  Particularmente, en la sentencia C- 
579 de 2013 (sentencia que evalúa el marco jurídico para la paz) se pone de 
presente que la garantía de no repetición comprende “la adopción de medidas 
de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la 
salvaguarda de los derechos”.   
 
 
Asimismo, identifica los elementos que componen esta obligación, marcando 
mecanismos de reforma institucional, como el de crear programas eficaces 
que permitan actuar en defensa de los derechos humanos, adoptar medidas 
para erradicar los factores de riesgo a los derechos humanos y destinar 
recursos suficientes para apoyar la labor de prevención en derechos humanos.  
 
 
La importancia de esta reiteración de jurisprudencia radica en el 
reconocimiento de la trascendencia de las garantías de no repetición en los 
procesos de justicia transicional, no solo como mecanismos de reparación 
individual o colectiva de las víctimas, sino también como mecanismos de 
prevención y protección efectiva y eficaz de derechos humanos a nivel 














                                                          
73 U.N. Comisión de Derechos Humanos, Louis Joinet. La administración de la justicia y de los 
derechos humanos de los detenidos. E/CN. 4/Sub. 2/1997/20/Rev. (Octubre 12 de 1997). La 
cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos (civiles y 
políticos). 
74 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C – 839 de 2013. (M.P. Jorge Ignacio Pretelt 





Conforme a todo lo anterior, corresponde ahora a modo de conclusión señalar 
lo siguiente:  
 
 
Primera. La Corte Constitucional en su jurisprudencia consolidada, ha 
establecido un concepto amplio y claro de justicia transicional. En efecto, es 
amplio porque la Corte le permite al Estado tener mayor margen de 
interpretación para su posterior implementación. También, es un concepto 
claro porque es coherente y no se contradice en ningún momento en las 
múltiples sentencias que han tratado el tema.  
 
 
Asimismo, aunque la Corte ha dado su visto bueno a la aplicación de 
mecanismos de justicia transicional en Colombia, ha hecho un ejercicio de 
ponderación entre los derechos de las víctimas y la consecución de la paz, 
prevaleciendo los derechos de las víctimas y enfatizando en que son el eje 
central de un proceso de justicia transicional (Sentencia C-715 de 2012, C-370 
de 2006, C-771 de 2011, C-579 de 2013 y C-379 de 2016).  
 
 
En ese orden de ideas, consideramos que la jurisprudencia de la Corte 
establece el sistema de justicia transicional como una vía judicial alternativa y 
legítima. Al respecto, la normativa relacionada con justicia transicional ha sido 
en su mayoría declarada exequible por la Corte.  
 
 
No obstante, cuando la Corte ejerce control de constitucionalidad, podemos 
ver como la el Órgano Constitucional busca constantemente que la 
normatividad nacional se ajuste a los estándares internacionales y cumpla con 
los mismos. Por ejemplo, la Corte fundamenta muchas de sus sentencias en 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual es 
un referente internacionalmente reconocido en materia de justicia transicional 
(Sentencia C-579 de 2013). 
 
 
La Corte Constitucional exige que los mecanismos de justicia transicional 
cumplan con los estándares internacionales mencionados. Sobre esto, 
podemos ver en su jurisprudencia como el Órgano en mención busca que la 
implementación de estos mecanismos esté dentro del marco constitucional y 
de las reglas contenidas en los tratados que integran el bloque de 
constitucionalidad (Sentencia C-771 de 2011). 
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Por otra parte, el límite principal que la Corte le ha impuesto a los mecanismos 
de justicia transicional, son los derechos de las víctimas del conflicto armado 
interno.  La Corte adoptó una posición garantista frente a los derechos a la 
verdad, a la justicia, a la reparación y las garantías de no repetición. De esta 
manera, la Corte en su jurisprudencia ha sido coherente y reiterada en darle 
un lugar preeminente a las víctimas. 
 
 
Finalmente, podemos concluir que después de haber realizado este análisis 
jurisprudencial, la Corte ha sido rigurosa y coherente en su jurisprudencia. En 
efecto, dentro de las sentencias analizadas a profundidad no hay ninguna que 
modifique drásticamente la línea de argumentación que se había establecido 
anteriormente, ni que contradiga lo planteado en otras sentencias.  Todas 
definen de manera similar el concepto de justicia transicional y establecen 




No obstante, encontramos que en ciertas providencias, como por ejemplo en 
la sentencia C-052 de 2012 y C-781 de 2012, la Corte se contradice de alguna 
forma, pues, en las consideraciones su argumentación indica a todas luces 
que va a declarar inexequible la norma demandada. Sin embargo, en la parte 
resolutiva su decisión no parece ser coherente a su motivación dado que, 
termina declarando exequible la norma cuando parecía todo lo contrario.  
 
 
Segunda. Del análisis realizado a las sentencias consolidadas tomadas como 
referencia en la línea jurisprudencial podemos expresar que la Corte de 
manera reiterada y homogénea busca superar el conflicto armado interno, 




Es así como, la Órgano Constitucional en su jurisprudencia expone que el fin 
primordial de un proceso de justicia transicional es reparar de forma adecuada 
a las víctimas. Asimismo, la Corte instituye una definición del concepto de 
víctima, permitiendo establecer quien tiene derecho a ser resarcido en el 
marco del conflicto armado interno, facilitando el ingreso de las víctimas a un 
proceso de justicia transicional y por lo tanto a una posible reparación 
(Sentencia C-180 de 2014). 
 
 
Por otra parte, la jurisprudencia de la Corte Constitucional es enfática en 
señalar la importancia del derecho a la verdad en un proceso de justicia 
transicional. En efecto, podemos ver como la Corte considera muy importante 
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el derecho a “saber” y este lo enfocan dos ángulos primordiales. En primero 
lugar, las víctimas tienen derecho a una verdad completa, es por esto que la 
Corte en su jurisprudencia exige una verdad procesal, pero reclama ir más allá 
y establece que se debe buscar la verdad real, la cual no está únicamente 
ligada a las pruebas del proceso, sino que contempla todos los hechos 
relacionados. En segundo lugar, la Corte considera que, a través de esa 
verdad, se abre paso a la construcción de memoria histórica, un elemento que 
a nuestro juicio es fundamental para construir una nueva sociedad y es la 
manera más eficaz de evitar que se repita lo sucedido en el conflicto armado 
interno (Sentencia C-017 de 2018). 
 
 
En relación con el derecho a la justicia creemos que la Corte en su 
jurisprudencia ha ampliamente establecido el derecho en mención, dándole la 
oportunidad a las víctimas para acceder a la justicia y, por lo tanto, a una 
reparación. La Corte es garantista pues instituye el derecho a la justicia como 
un eje principal para que las victimas puedan ser realmente reconocidas y 
protegidas (Sentencia C-180 de 2014). 
 
 
Siguiendo la línea, el derecho a la reparación está ampliamente desarrollado 
en la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Además, contempla varios 
mecanismos posibles de reparación y busca que esta sea integral en la medida 
de lo posible. Todo esto, en la búsqueda constante de que las víctimas del 
conflicto puedan seguir adelante y dejar atrás un pasado de injusticia y dolor. 
Se establece como un derecho complejo que tiene un sustrato fundamental, 
reconocido por la Constitución, las normas internacionales de Derechos 
Humanos, los organismos internacionales y, como se expuso, el derecho a la 
reparación está ampliamente desarrollado en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional. (C-781 de 2012). 
 
 
En esta misma dirección, la Corte trata las garantías de no repetición como un 
componente autónomo del derecho a la reparación integral. Lo anterior, 
creemos que fue planteado así, precisamente para darle importancia y 
visibilidad a las garantías de no repetición. Ciertamente, la Corte considera 
que las garantías de no repetición son la manera principal de asegurar que la 
historia de Colombia cambie y la forma final de reparar a las víctimas para que 
estas puedan vivir tranquilas.  
 
 
Podemos concluir entonces que, la jurisprudencia del Órgano Constitucional, 
en sus decisiones relacionadas con justicia transicional se ajustan a los 
diversos tratados, así como los lineamientos de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y demás instituciones de derecho internacional que 
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integran el bloque de constitucionalidad, a partir de los cuales se han definido 
los estándares en materia de justicia, verdad y reparación de las víctimas. 
Dicho lo anterior, a todas luces la Corte Constitucional busca darle un lugar 
preeminente a las víctimas del conflicto armado interno y resarcir sus derechos 
de manera integral.  
 
 
Finalmente, a nuestro juicio, aunque la Corte trate de ajustar las normas a los 
estándares internacionales esto no se ve reflejado en la aplicación de estas. 
Por ejemplo, como se mencionó anteriormente, es claro que el proceso 
establecido en la Ley de Justicia y Paz no fue, ni han sido suficiente en 
términos de restablecimiento los derechos de las víctimas. Por lo tanto, podría 
decirse que, como lo manifiesta la Corte en clave de los derechos de las 
víctimas, el único proceso de justicia transicional que se ha llevado a cabo en 
Colombia, fracasó. Ahora bien, la Jurisdicción Especial para la Paz abrió sus 
puertas el 15 de marzo del año en curso y estamos a la espera que este 
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ANEXO A. Buscador de la Corte Constitucional 
 
 
1 Derechos de las Víctimas a la Reparación en Ley de justicia y paz-afectación 
por norma que establece sujeción de indemnización a disponibilidad de 
recursos en el presupuesto general de la nación (S. C-370/06) 
 
 
2 Derechos de las Víctimas a la Reparación en Ley de justicia y paz-daños 
anónimos (S. C-370/06) 
 
 
3 Derechos de las Víctimas a la Reparación en Ley de justicia y paz-miembros 




4 Derechos de las Víctimas a la Reparación en Ley de justicia y paz-orden en 
que se satisface por los obligados (S. C-370/06, C-575/06) 
 
 
5 Derechos de las Víctimas a la Verdad Justicia y Reparación en Ley de justicia 








7 Derechos de las Víctimas a la Verdad Justicia y Reparación-jurisprudencia 
constitucional (S. C-370/06) 
 
 
8 Derechos de las Víctimas a la Verdad Justicia y Reparación-obligación del 




9 Derechos de las Víctimas a un recurso judicial efectivo-alcance (S. C-454/06, 
C-575/06) 
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10 Derechos de las Víctimas de delitos-comprende el derecho a la verdad, 
justicia y reparación (S. T-453/05, S.V. C-370/06) 
 
 
11 Derechos de las Víctimas de delitos-comprende el derecho a la verdad, la 
justicia y a la reparación (S.V. C-1199/08) 
 
 
12 Derechos de las Víctimas en bloque de constitucionalidad-derecho a 
recurso judicial efectivo (S.V. C-319/06) 
 
 
13 Derechos de las Víctimas en el proceso penal-alcance del derecho a ser 
informadas sobre decisión definitiva (S. C-575/06) 
 
 
14 Derechos de las Víctimas en el proceso penal-alcance del derecho a ser 
oídas y que se les facilite el aporte de pruebas (S. C-575/06) 
 
 
15 Derechos de las Víctimas en el proceso penal-posibilidad de intervenir en 
todas las fases de la actuación (S. C-370/06, C-454/06, C-575/06) 
 
 
16 Derechos de las Víctimas en el proceso penal-superación de la concepción 
que limitaba los derechos de las víctimas a una simple pretensión 
indemnizatoria (S. C-370/06, C-454/06, C-575/06, C-1033/06) 
 
 
17 Derechos de las Víctimas en Ley de justicia y paz-acceso al expediente 
desde su inicio (S. C-370/06) 
 
 
18 Derechos de las Víctimas en Ley de justicia y paz-derecho a recibir 
información (S. C-370/06) 
 
 
19 Derechos de las Víctimas en Ley de justicia y paz-participación en 




20 Derechos de las Víctimas en Ley de justicia y paz-protección de su intimidad 
y seguridad cuando resulte amenazadas (S. C-575/06) 
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21 Derechos de las Víctimas en Ley de justicia y paz-protección especial debe 
brindarse con el consentimiento de la víctima (S. C-575/06) 
 
 
23 Derechos de las Víctimas en Ley de justicia y paz-representación judicial 
en juicio (S. C-370/06) 
 
 
24 Derechos de las Víctimas-carácter fundamental (S.V. C-319/06, S.V. C-
370/06, S.V. C-531/06, S.V. C-650/06, A.V. C-080/07) 
 
 
25 Mecanismos de Justicia Transicional (C-711/12) 
 
 
26 Definición de víctima para efectos de atención, Asistencia y reparación 
integral-Exequibilidad condicionada. (C-052/12) 
 
 
27 Límite temporal en medidas previstas a favor de las víctimas del conflicto 




28 Cosa juzgada constitucional en Ley de víctimas del conflicto armado-
Límites temporales para aplicación de medidas de atención, asistencia y 
reparación. (253 A/12) 
 
 
29 Medidas de atención, asistencia y reparación integral a víctimas del 
conflicto armado interno-Acciones de restitución de tierras de despojados, 
Inscripción en el registro de tierras despojadas o abandonadas como requisito 
de procedibilidad para iniciar Acción de Restitución. (C-715/12) 
 
 
30 Daños causados por crímenes de lesa humanidad que sean atribuibles a 
agentes del estado no pueden ser objeto de transacción. Única instancia en 
procesos de restitución de tierras (C-099/13) 
 
 
31 Medidas de atención, asistencia y reparación integral a víctimas del 
conflicto armado interno-Cosa juzgada constitucional. (C-280/13) 
 
 
32 Carácter de las medidas transicionales. (C-581/13) 
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33 Principio de sostenibilidad fiscal. Progresividad para acceso a bienes y 




34 Medidas de reparación-Acceso preferente de víctimas a subsidios de 
vivienda, programas de formación y empleo, a la carrera administrativa en 
casos de empate, prestaciones adicionales que no podrán descontarse del 




35 Entrega del predio restituido. (C-795/14) 
 
 








38 Condenas en Subsidiariedad. (C-160/16) 
 
 
39 Víctimas. (C-161/16) 
 
 
40 Restitución de tierras a víctimas del conflicto armado. (C-330/16) 
 
 
41 Actuaciones y Trámites Inadmisibles. (C-404/16) 
 
 
42 Artículo 60. Normatividad Aplicable y Definición. (C-494/16) 
 
 
43 Condenas en Subsidiariedad. (C-006/17) 
